BOLETÍN N° 738-14
INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, RELATIVO AL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL D.F.L. 458, DE 1975, LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES, CON EL OBJETO DE FAVORECER LA MEJOR CALIDAD DE LA CONSTRUCCIÓN
HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, HONORABLE SENADO:
La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el articulo 68 de la Constitución Política, tiene el honor de efectuaros la proposición, contenida en la parte final de este informe, como forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre ambas Cámaras, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el rubro.
El H. Senado, en sesión de fecha 3 de enero de 1996, nombró como miembros de la Comisión Mixta a los HH. Senadores integrantes de la Comisión de Vivienda y Urbanismo
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La H. Cámara de Diputados, por su parte, mediante oficio N° 914, de fecha 14 de diciembre de 1995, designó como integrantes de la misma a los Honorables Diputados señores Ramón Elizalde Hevia, José Makluf Campos, Víctor Pérez Várela, Ramón Pérez Opazo y Carlos Montes Cisternas.
Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el dia 10 de enero de 1996, con la asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Alberto Cooper, Sergio Diez, Arturo Freí y Carlos Letelier, y Honorables Diputados señores Ramón Elizalde, Carlos Montes, Ramón Pérez y Víctor Pérez. Eligió por unanimidad como Presidente al Honorable Senador señor Sergio Diez y acordó abocarse al cumplimiento de su cometido a partir de la sesión del día.
Concurrieron, asimismo, el señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, don Edmundo Hermosilla Hermosilla, el señor Subsecretario de dicho Ministerio, don Sergio Galilea, el señor José Manuel Cortlnez, Jefe de la División Técnica de Estudio y Fomento Habitacional de dicha Secretaría de Estado, la señora Mirna Jugovic, Jefa de la División Jurídica del referido Ministerio, la señora Jeannette Tapia Fuentes, abogado asesor de la misma Cartera y el señor Pedro García, asesor jurídico de la Can., la Chilena de la Construcción.
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Cabe señalar que vuestra Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Alberto Cooper, Sergio Diez y Arturo Frei y Honorables Diputados señores José Makluf, Carlos Montes y Víctor Pérez, estimó que el número 3) del artículo único, mediante el cual se sustituye el artículo 19 del D.F.L. Nº 458, de 1975 -contenido en la proposición de la Comisión- debe ser aprobado por las cuatro séptimas partes de los señores Diputados y Senadores en ejercicio, en razón de que tal número dice relación con atribuciones de los tribunales de justicia, por lo que corresponde a materias propias de la ley orgánica constitucional, a que alude el artículo 74 de la Carta Fundamental.
Se deja constancia, además, que la Excma. Corte Suprema emitió su opinión acerca del referido precepto, lo que consta en sus oficios Nºs. 785 y 786, ambos de fecha 2 de agosto de 1994, dirigidos al señor Presidente del Senado y al señor Presidente de la Comisión de Vivienda y Desarrollo de la H. Cámara de Diputados, respectivamente.
Durante el estudio de la iniciativa por parte de esta Comisión Mixta, se tuvieron en consideración las opiniones que respecto de aquella formularon, por escrito, los Directores de Obras de las Municipalidades de La Florida, Providencia, Las Condes, Santiago, Conchalí y Macul.
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Además de lo anterior, la Cámara Chilena de la Construcción solicitó ser oída, accediéndose a dicha solicitud.
El representante de esa organización sugirió la conveniencia de precisar la obligación del propietario primer vendedor de incluir en la escritura pública de compraventa la individualización o nómina de las personas a quienes pueda asistir responsabilidad en el proceso constructivo, pues si ello no se efectúa podrían surgir problemas prácticos, como por ejemplo un desmedida extensión de dicha nómina, toda vez que el articulo 18 del D. F. L. N9 458, de 1975, que se propone modificar, incluye a los proveedores, los cuales, en el caso de las viviendas sociales, pueden llegar a un número superior a los dos mil.
Seguidamente señaló que estiman importante definir quién es el propietario primer vendedor, de manera de evitar después una discusión jurisprudencial sobre el tema.
Luego se explayó acerca de las proposiciones relativas a los revisores independientes que auxilian la labor de los Directores de Obras. A este respecto señaló que la Cámara Chilena de la Construcción valora la proposición hecha originalmente por el Senador señor Arturo Freí, en el sentido de que el alcance de la norma que los consagra debiera ser lo más amplio posible y no limitarla, como en algún momento se ha sugerido, a viviendas que cuenten sólo con financiamiento público o que como conjunto vayan más allá de los quinientos metros. Indicó que si se pretende agilizar el otorgamiento de permisos, lo más con conveniente sería que esta labor de los revisores
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independientes se extendiera a una mayor cantidad de situaciones.
Respecto del pago de los revisores independientes, el representante de la Cámara Chilena de la Construcción sugirió considerar que cuando existe pago de derechos es porque hay una contraprestación de servicios por parte de la Municipalidad -como lo dice expresamente el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones- y, por lo tanto, parece razonable que si otra persona ejerce alguna función, que en algún momento le correspondía ejercer al Director de Obras, proceda una rebaja proporcional en el pago de dichos derechos.
Continuó con la explicación de otra observación de la Cámara Chilena de la Construcción, referida a las garantías exigidas para las obras. Explicó que en el caso de viviendas sociales, el Ministerio puede disponer la existencia de inspectores técnicos o de boletas de garantía. A ese respecto indicó que la Cámara Chilena de la Construcción sugiere eliminar la referencia a las boletas de garantía, ya que ellas encarecen el costo de la construcción, especialmente el de las viviendas sociales. En todo caso, expresó, las garantías debieran ser limitadas en cuanto a su monto y duración.
Por último, manifestó su conformidad con la proposición de que haya supervisores técnicos en todas las obras, que deben dejar constancia de lo que vaya sucediendo en un libro de obras. Precisó que estos inspectores técnicos de obras, debieran ser designados o contratados, porque cuando se designa a alguien, esa persona está bajo una supervisión y cuando se la contrata puede ser tratarse de un tercero, como es lo
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habitual en la actividad de la construcción. El segundo problema es precisar, además, que en el caso que la designada sea un profesional de la misma empresa constructora, este inspector técnico de obras pueda, al mismo tiempo, realizar otras funciones; que no deba tener dedicación exclusiva como inspector técnico, porque en la práctica sucede que una empresa constructora contrata a un profesional y le encarga diversas funciones, entre las cuales podría estar la de inspector técnico de obras.
A continuación, se efectúa una relación de las discrepancias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación de la iniciativa, así como de los acuerdos adoptados a su respecto por la Comisión Mixta. Cabe recordar que todas las modificaciones se introducen al decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, ley General de Urbanismo y Construcciones.
Nºl)
El texto aprobado para este número por la H. Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, es el siguiente:
"1) Sustituyese el articulo 15 por el siguiente:
"Articulo  15.-  Si  la  División  de
Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, o las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, en el desempeño de sus labores
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o por denuncia fundada de cualquier persona, tuvieren conocimiento de que algún Director de Obras Municipales o Asesor Urbanista, en el ejercicio de sus funciones, ha contravenido las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general o de aquellas contenidas en los instrumentos de planificación urbana vigentes en la comuna, deberán solicitar la instrucción del correspondiente sumario administrativo de la Contraloria General de la República, la que determinará las sanciones que correspondan, incluso su destitución, que deberá aplicar el municipio, suspendiendo el pago de remuneraciones cuando procediere.".11.
Por su parte, el Senado, en el segundo trámite constitucional, sustituyó el artículo 15, contenido en el N3 1), por el que se indica a continuación:
"Artículo 15.- Si la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, o las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, tuvieren conocimiento de que algún Director de Obras o Asesor Urbanista, en el ejercicio de sus funciones, ha contravenido gravemente las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general o de aquellas contenidas en los instrumentos de planificación territorial vigentes en la comuna, deberán solicitar la instrucción del correspondiente sumario administrativo a la Contraloría General de la República, debiendo informar de ello al Alcalde respectivo, para los efectos legales a que haya lugar.".
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La H. Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta.
Al iniciarse la discusión sobre esta disposición, el señor Ministro de Vivienda y Urbanismo sugirió la aprobación del texto propuesto por el Senado.
El Honorable Senador señor Sergio Diez propuso igualmente a la Comisión Mixta la aprobación del texto aprobado por el Senado, con una enmienda consistente en suprimir la oración "ha contravenido gravemente las disposiciones de esta ley", ya que en la norma se solicita la instrucción del sumario correspondiente a la Contraloría, la gue decidirá las sanciones gue deben aplicarse, por lo gue estima innecesario una calificación previa.
Luego el Honorable Diputado señor Ramón Elizalde, expuso gue en el texto aprobado por la Cámara se establece gue en el caso de infracciones las autoridades pertinentes, por iniciativa propia o por denuncia fundada de cualquier persona, deben solicitar el correspondiente sumario administrativo.
Expresó ser partidario de la mantención de la denuncia fundada de cualguier persona, ya gue seria muy limitativo la sola actuación de la División de Desarrollo Urbano o de las Secretarias Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo.
El Honorable Senador señor Arturo Frei compartió lo señalado por el Diputado señor Elizalde, considerando sobretodo lo gue se ha señalado en
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repetidas oportunidades respecto del problema que se ha creado con los Directores de Obras en diferentes comunas del país, en el sentido que dichos funcionarios constituyen verdaderos enclaves autoritarios dentro de las Municipalidades, por lo que considera importante permitir la posibilidad de reclamar a cualquier persona que se sienta perjudicada y que posea razones fundadas.
El señor Ministro de Vivienda y Urbanismo señaló que lo anterior es un tema que preocupa al Ejecutivo. Tanto es así, agregó, que la Secretaria de Estado a su cargo, en conjunto con la Asociación Chilena de Municipalidades, la Cámara Chilena de la Construcción y los Directores de Obras Municipales celebrarán un acuerdo para generar una revisión completa de las características y funciones de las Direcciones de Obras Municipales en Chile. Agregó que dicho asunto se aborda actualmente a través de distintas instancias: en la Ley Orgánica Municipal, en el proyecto de ley en discusión y en el trabajo de revisión recién explicado.
El Honorable Diputado señor Carlos Montes, expuso que si bien comparte la idea central del artículo 15, sugiere que la información no sólo se dirija al Alcalde, sino que también al Concejo Municipal, porque en el D.F.L. 458 de 1.975, quien aplica las sanciones es el municipio, lo que, señaló, debe ser precisado para incluir, además del Alcalde, al Concejo Municipal, que aún cuando no toma decisiones administrativas, debe tener la información necesaria para saber qué está ocurriendo en este tipo de materias.
Continuó señalando que el proyecto en estudio busca establecer normas para asegurar niveles
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de calidad en el futuro, para lo cual debe tratar de determinar responsabilidades, siendo lo principal, a su juicio, definir responsabilidades en el sector público y hacerlas efectivas, y también, en alguna forma, las responsabilidades del sector privado. Lo anterior, afirmó, condujo al análisis del tema de las Direcciones de Obras Municipales.
Añadió que la modernización de las Direcciones de Obras es un problema muy relevante, dada la trascendencia de las funciones que cumplen y, además, porque se encuentran atrasadas en relación con el concepto de regulación existente, por ejemplo, en el ámbito eléctrico y sanitario.
Continuó diciendo que, en consecuencia, existe un concepto de Dirección de Obras anticuado, según el cual se las concibe como un filtro de cualquier cosa, pero, aclaró, hoy en día, como la actividad es muy dinámica y hay múltiples construcciones, este filtro no funciona y se transforma en un obstáculo grave, como dice el Senador Frei. Entonces, prosiguió, se trata de modernizarlas para que tengan un rol coherente, redefiniendo el actuar del sector público. Deben constituirse, concluyó, en un filtro de aquello que tenga impacto en lo público, en lo que afecta a toda la ciudadanía.
El Honorable Diputado señor Ramón Elizalde, expresó en cuanto al tema de los directores de obras que si bien es bastante conflictivo, se está resolviendo. Con todo, opinó que el Director de Obras debe ser un cargo de confianza. Lo anterior, advirtió, no significa olvidar la capacidad de gran parte de los directores de obras y su permanencia en los diferentes municipios. Respecto al articulo en análisis estimó que
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la modificación debiera consistir en que instruido el sumario por la Contraloría y determinadas las sanciones, debiera ser obligación de los Alcaldes aplicarlas. No puede, aseveró, quedar al arbitrio de un Alcalde el aplicarla o no, porque ello- significaría pasar por sobre la decisión de un tribunal que es justamente el que está imponiendo la sanción. También estuvo de acuerdo en que debiera ser informado el Concejo, pero no para los efectos legales a que haya lugar, sino que para supervigilar la aplicación de las posibles sanciones que la Contraloría determine.
El Honorable Diputado señor Víctor Pérez expresó una opinión global sobre el proyecto en informe. Señaló que los cuatro o cinco primeros artículos, son normas a las cuales se podría dar una rápida aprobación, pero a partir de ahí se define un nuevo rol de los Directores de Obras, cuestión que constituye una materia distinta, nueva, que, a su juicio, ni en la Cámara de Diputados ni en el Senado ha sido suficientemente debatida. De hecho, señaló, en la Comisión pertinente de la Cámara se escuchó a un grupo de directores de obras y se revisó conjuntamente con ellos, las funciones que hoy día tienen, constatándose que en la mayoría de los casos, los mencionados funcionarios se ven enfrentados a múltiples y pesadas labores, que, en la práctica, son imposibles de cumplir. Por esta razón añadió, generan verdaderos "cuellos de botella", por lo que concuerda con la sugerencia que se debe estudiar la materia, sin perjuicio de hacer presente que ella es compleja y que, en su opinión, modificaciones en este ámbito pueden tener efectos difíciles de dimensionar.
Seguidamente  compartió  la  idea  de eliminar en el artículo 15, en análisis, el adverbio
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"gravemente". En cuanto a la participación de la Contraloria General de la República, afirmó que ésta hoy día ha perdido autoridad, ya que son numerosos los ejemplos en que la Contraloria ha instruido sumarios y propuesto sanciones que no se han aplicado. Expresó que la proposición de informar al Alcalde le parece positiva, porque de una u otra manera se identifica la autoridad que debe tomar la decisión. En cuanto al artículo 18, salvo algunos problemas de redacción en la propuesta del Ejecutivo, estimó que responde satisfactoriamente a una compatibilización adecuada con las normas del Código Civil, básicamente con su articulo 2.003.
Finalmente planteó la aprobación de las normas propuestas hasta el artículo 20 y, para las siguientes, sugirió establecer un procedimiento de debate para poder resolver, a lo mejor en un tiempo mas largo, pero adecuadamente, lo que debe ser el nuevo rol de los directores de Obras Municipales, requisito central para modernizar el municipio.
El Honorable Senador señor Sergio Diez hizo presente que las controversias se encuentran en si se acepta o no la denuncia fundada de cualquier persona; si las infracciones son sólo por contravenir las disposiciones de la ley o la contravención tiene que ser grave; si se informa al Alcalde respectivo y al Concejo Municipal o sólo al Alcalde y la última cuestión sería la obligatoriedad o no, para el Alcalde de dar cumplimiento a la recomendación dada por la Contraloria General de la República.
El  Honorable  Diputado  señor  Ramón
Elizalde,  expresó
que determinándose claramente las responsabilidades,
la  sanción  debe  ser  aplicada
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efectivamente, porque si no el artículo carecería de sentido. Si el sumario efectuado por la Contraloría determina responsabilidades concretas, el funcionario involucrado debe ser sancionado y es obligación del municipio hacer cumplir la sanción.
Planteó finalmente ser partidario de una redacción similar a la aprobada por la Cámara de Diputados, ya que es vinculante, lo que, en consecuencia, obliga a la aplicación de la sanción correspondiente.
El Honorable Diputado señor Víctor Pérez destacó que es evidente que la Comisión concuerda en que los funcionarios públicos que cometan irregularidades deben ser sancionados.
El Honorable Senador señor Sergio Diez resumió la situación expresando que el artículo podría se aprobado con el texto del Senado, introduciendo a éste las modificaciones concernientes a que si la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo o las Seremis de Vivienda y Urbanismo tuvieren conocimiento en el desempeño de sus funciones, o por denuncia fundada de cualquier persona, que se ha contravenido por algún Director de Obras o Asesor Urbanista las disposiciones de esta ley, su Ordenanza General o de aquellas contenidas en el instrumento de planificación territorial vigente en la comuna, deberán solicitar la instrucción del correspondiente sumario administrativo a la Contraloría General de la República, debiéndose informar de ello al Alcalde respectivo para los efectos legales y, además, al Concejo Municipal para su conocimiento.
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La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Alberto Cooper, Sergio Diez, Arturo Frei y Carlos Letelier y Honorables Diputados señores Ramón Elizalde, Carlos Montes, Ramón Pérez y Víctor Pérez, acordó la siguiente redacción para el articulo 15 contenido en el Nº 1) .
"Articulo 15.- Si la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, o las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, en el desempeño de sus labores o por denuncia fundada de cualquier persona, tuvieren conocimiento de que algún Director de Obras o Asesor Urbanista, en el ejercicio de sus funciones, ha contravenido las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general o de aquellas contenidas en los instrumentos de planificación territorial vigentes en la comuna, deberán solicitar la instrucción del correspondiente sumario administrativo a la Contraloría General de la República, debiendo informar de ello al Alcalde respectivo, para los efectos legales a que haya lugar y al Concejo Municipal, para su conocimiento.".
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El Senado, en segundo trámite constitucional, intercaló el siguiente NS 1 bis), nuevo:
"1 bis) Sustituyese el articulo 17, por el siguiente:
"Articulo 17.- Para los efectos de la presente ley son arquitectos, ingenieros civiles y
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constructores civiles, las personas que se encuentran legalmente habilitadas para ejercer dichas profesiones.
La intervención de estos profesionales en una construcción requerirá acreditar que cuentan con patente vigente en la comuna de su residencia o trabajo habitual." .".
La H. Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la intercalación propuesta.
El Honorable Diputado señor Ramón Elizalde sugirió que se incluya también en la norma a los ingenieros constructores, que es una nueva profesión. Precisó que no solamente existe la carrera de Constructor Civil, sino que también existe la de Ingeniero Constructor, que está reconocida por el Estado y en consecuencia serla conveniente incluir a dichos profesionales dentro de los que señala el artículo 17.
El señor Ministro de Vivienda y Urbanismo expresó compartir lo planteado por el Diputado señor Elizalde.
La Comisión Mixta, con los votos a favor de los HH. Senadores señores Alberto Cooper, Sergio Diez y Carlos Letelier y Honorables Diputados señores Ramón Elizalde, Ramón Pérez y Víctor Pérez, se pronunció a favor de la agregación del Nº l bis) nuevo, propuesto por el Senado, con la sola enmienda de intercalar entre las expresiones "ingenieros civiles" y "constructores civiles" las palabras "ingenieros constructores". Se abstuvieron el H. Senador señor
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Arturo Freí y el H. Diputado señor Carlos Montes, ya que son partidarios del sistema de Colegios Profesionales que, a su juicio, mejora el desarrollo de la actividad profesional y por ello estiman que debe ser obligatoria la incorporación del profesional al Colegio respectivo.
000 Nº 2)
La H. Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente nº 2):
"2) Reemplázase el articulo 18 por el siguiente:
"Articulo 18.- El daño causado por deficiencias en la calidad de los materiales, en el diseño o en la construcción de una obra, a terceros o a adquirentes o tenedores de toda o parte de ella, con posterioridad a su recepción definitiva, total o parcial, será de responsabilidad de la persona natural o jurídica, propietario primer vendedor, que hubiere encomendado o ejecutado la obra.
Los fabricantes, los proyectistas y los constructores, sean personas naturales o jurídicas, serán responsables por los daños derivados, respectivamente, de la calidad de los materiales, del diseño y de la construcción, en que hubieren intervenido, y de los perjuicios que con ello causaren a terceros.
17
Las personas jurídicas serán solidariamente responsables con el profesional competente que actúe por ellas respecto de vicios de construcción o de errores de diseño, respectivamente, de las obras que se les hubieren encomendado y de los perjuicios que con ello se causaren a terceros.
Las personas obligadas a la reparación del daño, conforme con el inciso primero, tendrán derecho a ser indemnizadas por los responsables de dicho daño según los incisos segundo y tercero precedentes.
Las acciones para hacer efectivas las responsabilidades a que se refieren los incisos precedentes prescribirán en cinco años, contados desde la fecha de la recepción definitiva de la obra por la Dirección de Obras Municipales, en el caso del propietario primer vendedor, y en cinco años desde la fecha de término de la ejecución de la obra en el caso de los fabricantes, proyectistas y constructores.".".
Por su parte, el Senado, en segundo trámite constitucional sustituyó el articulo 18, contenido en este número 2), por el siguiente:
"Articulo 18.- El propietario primer vendedor será responsable por todos los daños y perjuicios que provengan de fallas o defectos en la construcción, sea durante su ejecución o después de terminada, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra de quienes sean responsables de las fallas o defectos de construcción que hayan dado origen a los daños y perjuicios.
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Los arquitectos, ingenieros y demás proyectistas, serán responsables por los errores en que hayan incurrido, si de éstos se han derivado daños o perjuicios.
En el mismo caso, los constructores serán responsables por las fallas, errores o defectos en la construcción, incluyendo el uso de materiales o insumos defectuosos y las obras ejecutadas por subcontratistas, sin perjuicio de las acciones legales que puedan interponer a su vez en contra de los proveedores, fabricantes y subcontratistas.
Las personas jurídicas serán solidariamente responsables con el profesional competente que actúe por ellas como proyectista o constructor respecto de los señalados daños y perjuicios.
El propietario primer vendedor estará obligado a incluir en la escritura pública de compraventa, una nómina que contenga la individualización de todas y cada una de las personas a quienes pueda asistir responsabilidad de acuerdo al presente articulo. Tratándose de personas jurídicas deberá individualizarse a sus representantes legales.
El perjudicado podrá demandar conjunta y simultáneamente al primer vendedor y a todos y cualquier otro de los responsables, por los daños y perjuicios causados.
La responsabilidad civil a que se refiere este artículo, tratándose de personas jurídicas que se hayan disuelto, se hará efectiva respecto de
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quienes eran sus representantes legales a la fecha de la disolución.
Las acciones para hacer efectivas las responsabilidades a que se refiere este articulo prescribirán en cinco años, contados desde la fecha de la recepción definitiva de la obra por parte de la Dirección de Obras Municipales.".
La H. Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la enmienda propuesta por el Senado.
El señor Ministro de Vivienda y Urbanismo propuso el siguiente texto, con el objeto de tratar de resolver la discrepancia producida entre las Cámaras:
"Articulo 18.- El propietario primer vendedor será responsable por todos los daños y perjuicios que provengan de fallas o defectos en la construcción, sea durante su ejecución o después de terminada, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra de quienes sean responsables de las fallas o defectos de construcción que hayan dado origen a los daños y perjuicios.
Los proyectistas, serán responsables por los errores en que hayan incurrido, si de éstos se han derivado daños o perjuicios.
Sin perjuicio de lo establecido en el Nº 3 del artículo 2003 del Código Civil, los constructores serán responsables por las fallas,
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errores o defectos en la construcción, incluyendo las obras ejecutadas por subcontratistas y el uso de materiales o insumos defectuosos, sin perjuicio de las acciones legales que puedan interponer a su vez en contra de los proveedores, fabricantes y subcontratistas.
Las personas jurídicas serán solidariamente responsables con el profesional competente que actúe por ellas como proyectista o constructor respecto de los señalados daños y perjuicios.
El propietario primer vendedor estará obligado a incluir en la escritura pública de compraventa, una nómina que contenga la individualización de todas y cada una de las personas a quienes pueda asistir responsabilidad de acuerdo al presente articulo. Tratándose de personas jurídicas deberá individualizarse a sus representantes legales. Asimismo, en la publicidad y en la escritura de compraventa, deberá explicitar el sistema de control de calidad adoptado durante la construcción y la existencia o falta de garantías de calidad de las obras, sus características y plazos.
La  responsabilidad  civil  a  que  se refiere este articulo, tratándose de personas jurídicas que se hayan disuelto, se hará efectiva respecto de quienes eran sus representantes legales a la fecha de la disolución.
Las acciones para hacer efectivas las responsabilidades a que se refiere este articulo prescribirán en cinco años, contados desde la fecha de
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la recepción definitiva de la obra por parte de la Dirección de Obras Municipales.".
El señor Ministro de Vivienda y Urbanismo explicó el contenido de la nueva redacción señalando que se tuvieron en cuenta las propuestas de la Cámara de Diputados y del Senado ampliándolas en algunos aspectos, como en lo relativo a los materiales de construcción. Recordó que el cemento, por ejemplo, es el insumo básico para la construcción, el que se puede comprar en buen estado, pero se puede ocupar después que ha vencido, por lo tanto, toda la responsabilidad recaerá sobre el propietario primer vendedor, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra de quienes sean responsables de las fallas o defectos de construcción.
Prosiguió indicando que también se agrega en el inciso quinto la exigencia de señalar tanto en la publicidad como en la escritura de compraventa el sistema de control de calidad adoptado y si existen o no garantías respecto de la calidad de las obras. El señor Ministro opinó que en una economía de mercado, la información es básica para que los consumidores puedan elegir bien y, por lo tanto, es necesario evitar la publicidad engañosa.
El Honorable Senador señor Arturo Frei hizo notar que en la proposición se suprimen las palabras "arquitectos" e "ingenieros" dejando, solamente, a los "proyectistas".
El señor Ministro le contestó que, de esa manera, queda una redacción más global que incluye
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a los dos tipos de profesionales aludidos por el H. Senador señor Frei.
Seguidamente el Honorable Diputado señor Victor Pérez manifestó que la propuesta del Ejecutivo supera las deficiencias que presentaba el artículo aprobado por el Senado, puesto que éste no se compatibilizaba adecuadamente con la norma del N9 3 del artículo 2.003 del Código Civil. Sabemos, agregó, que esta norma ha sido interpretada por los tribunales de justicia en el sentido de que para hacer efectiva la responsabilidad de los involucrados, los defectos deben provocar la ruina de los edificios o la inminencia de ruina, por lo tanto, siempre, al no suceder ésto, quedan una serie de defectos y fallas en la construcción, que al no causar ruinas están fuera de las responsabilidades de los constructores y de todos quienes participan en el proceso constructivo. Resaltó que, en cambio, el texto del Ejecutivo incluye -sin perjuicio de lo establecido en el número 3 del artículo 2.003 del Código Civil- cualquier falla, error o defecto en la construcción y no necesariamente aquellas que causan o amenacen ruinas. Afirmó que esa era la diferencia sustantiva entre la redacción propuesta y la del Senado, que al no derogar expresa o tácitamente la norma del aludido número 3 del artículo 2.003, iba a generar, en la experiencia práctica ante los Tribunales, una jurisprudencia, a lo mejor, muy contradictoria. Acotó que el texto del Ejecutivo salva adecuadamente el tema de la responsabilidad, porque de acuerdo al debate habido, todos anhelan hacer responsable al constructor, al propietario o primer vendedor y no restringir esa responsabilidad.
En ese contexto, prosiguió, el artículo es adecuado,  sin perjuicio de manifestar su duda
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referente a la iniciación del plazo de prescripción, que se contaría, según esta norma, desde la fecha de la recepción definitiva de la obra por parte de la Dirección de Obras Municipales. A lo mejor, añadió, jurídicamente puede ser complejo establecer que la recepción de un determinado edificio y la aceptación de quien compra o quien recibe esa propiedad signifique iniciar la responsabilidad del constructor.
El Honorable Diputado señor Carlos Montes manifestó una duda respecto al primer inciso del artículo 18, que fue muy discutido en la Cámara de Diputados, y la idea que prevaleció fue que el perjudicado accione solamente contra el propietario primer vendedor. Reiteró que, en esa concepción, al propietario primer vendedor, que puede ser un banco o una inmobiliaria, ya que lo más probable es que no sea una constructora, debe hacérsele responsable de todo, esto es, no sólo sobre las fallas o defectos en la construcción, sino que también de los originados en los insumos y en el diseño.
El Honorable Senador señor Sergio Diez concordó con la idea del señor Diputado en cuanto a que es necesario, junto con las fallas o defectos de la construcción, hacer referencia a la responsabilidad por el diseño y los materiales.
El Honorable Diputado señor Ramón Elizalde señaló que claramente se deduce del inciso primero que el demandado siempre va a ser el propietario primer vendedor, quien tiene derecho a repetir en contra de todos quienes participaron. En consecuencia, él repite contra el diseñador, el constructor y los proveedores.
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El señor Ministro estimó que la norma no debe referirse al diseño, ya que es más adecuado hacerlo al "proyecto".
Respecto del inciso quinto del articulo 18, el Honorable Diputado señor Ramón Elizalde manifestó dudas sobre la frase, "la existencia o falta de garantías de calidad", porque la iniciativa legal en análisis lo que pretende es garantizar la calidad y no sería propio establecer que no existen garantías. Enfatizó que la referencia a falta de garantías de calidad hay que eliminarla.
El Honorable Senador señor Sergio Diez expresó estar de acuerdo con el Diputado señor Elizalde sugiriendo la siguiente redacción: "Deberá explicitar el sistema de control de calidad adoptado durante la construcción y las garantías adicionales de calidad de las obras, sus características y plazos".
El Honorable Diputado señor Carlos Montes refirió que en los juicios sobre estas materias el mayor problema que se presenta es que no está establecido en ninguna parte cuál es la calidad de lo vendido, es decir, qué tipo de producto le vendieron a uno, qué tipo de casa le vendieron. La transparencia del mercado, explicó, requiere la especificación del producto ofrecido en venta, ya que normalmente, en caso de conflicto, el afectado solicita a la Dirección de Obras Municipales el plano, el diseño, etcétera, pero generalmente se informa que respecto de esos documentos existen cambios que no han sido registrados. Lo ideal sería que en la escritura conste la calidad, pero también que se especifique el producto vendido, para dejar constancia de la calidad del mismo.
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A continuación, el Honorable Diputado señor Ramón Elizalde expresó que recogiendo las ideas planteadas, además de la publicidad, la escritura de compraventa debería explicitar las especificaciones técnicas, el sistema de control de calidad adoptado durante la construcción y la existencia de garantías de calidad de las obras, sus características y plazos y/o garantías adicionales que se ofrezcan, ya que el plazo de prescripción propuesto es de 5 años, sin perjuicio que una empresa podría garantizar una vivienda por 10 años, lo que sería una garantía adicional, a las obligatorias.
El Honorable Senador señor Sergio Diez expresó que no le satisfacía plenamente la redacción que se le está dando a la norma sobre garantías, porque alguien podría decir, "yo no explicité la garantía, en consecuencia, no existe". En cambio, acotó, si se obliga a explicitar las garantías adicionales se entiende que están todas las legales incluidas y respecto de las especificaciones técnicas, añadió Su Señoría, se pueden protocolizar en la Notaría al final del Registro correspondiente y así como se hace la referencia al plano, se puede mencionar la protocolización de las especificaciones. En definitiva, quedarían en un registro público y más adelante en el archivo judicial, es decir, serían prácticamente permanentes.
Además, agregó el Honorable Senador, el Notario está obligado a otorgar copia de los documentos protocolizados a quien se lo pida y en la actualidad se están entregando fotocopias simples de los documentos protocolizados. Complementó su proposición planteando que la obligación se entendería cumplida con la
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protocolización de las especificaciones técnicas en una Notaría.
El   Honorable   Senador  don  Carlos
Letelier destacó que en cada ciudad hay generalmente más de una notaría, por lo que no sería fácil saber en cuál de ellas están protocolizadas esas especificaciones, pero si éstas van acompañadas con el plano que queda archivado en el Conservador de Bienes Raíces sería más fácil la consulta.
El Honorable Senador señor Sergio Diez hizo notar que no siempre se protocolizan los planos, sino que ello ocurre sólo cuando hay loteos y edificios en altura, pero cuando hay construcciones individuales no se protocolizan planos y la escritura de compraventa a que nos estamos refiriendo se aplica, incluso, cuando se trate de la venta de casas individuales. Explicó que esa es la razón de la proposición de consignar La referida información en la escritura pública de compraventa.
Sugirió el señor Senador que la redacción discurra en la alternativa de que la escritura pública contenga las especificaciones o ellas se protocolicen conjuntamente con el plano en el Conservador de Bienes Raíces.
A continuación el mismo señor Senador se refirió al inciso siguiente relativo a la responsabilidad civil. Recordó que esta norma dispone que tratándose de personas jurídicas que se hayan disuelto, se hará efectiva la responsabilidad respecto de quienes eran sus representantes legales a la fecha de la disolución. La duda se presenta, señaló, cuando estas personas, antes de disolverse, designan como
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representante legal a una persona que no tiene ninguna vinculación con las obras,, lo que significa que se podría dejar sin responsabilidad a los que constituyeron la sociedad y efectuaron las obras. Citó como ejemplo el caso la Ley de Prensa, donde se nombraba un Director responsable para el sólo efecto de que asumiera las consecuencias en caso de conflicto. De la misma manera, concluyó, se podría, con este proyecto de ley, crear una verdadera profesión de representantes legales de sociedades constructoras disueltas.
Los representantes del Ejecutivo indicaron que este es un punto fundamental, puesto que es práctica habitual en la construcción el que las sociedades construyan y luego desaparezcan, con lo cual tienden a diluirse las responsabilidades.
El Honorable Diputado señor Víctor Pérez opinó que respecto al inciso en discusión lo óptimo es hacer responsables a los representantes legales existentes a la fecha de celebración del contrato.
El señor Ministro de Vivienda y Urbanismo coincidió en que lo procedente es hacer responsables a los representantes legales existentes a la fecha de la celebración del contrato.
Posteriormente, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Alberto Cooper, Sergio Diez, Arturo Freí y Carlos Letelier y Honorables Diputados señores Ramón Elizalde, Carlos Montes, Ramón Pérez y Víctor Pérez, acordó la siguiente redacción para el artículo 18 contenido en el Nº 2):
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"Articulo 18.- El propietario primer
vendedor será responsable por todos los daños y perjuicios que provengan de fallas o defectos en el proyecto, en la construcción o en los insumos, sea durante su ejecución o después de terminada, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra de quienes sean responsables de las fallas o defectos de construcción que hayan dado origen a los daños y perjuicios.
Los proyectistas, serán responsables por los errores en que hayan incurrido, si de éstos se han derivado daños o perjuicios.
No obstante lo establecido en el Nº 3 del artículo 2003 del Código Civil, los constructores serán responsables por las fallas, errores o defectos en la construcción, incluyendo las obras ejecutadas por subcontratistas y el uso de materiales o insumos defectuosos, sin perjuicio de las acciones legales que puedan interponer a su vez en contra de los proveedores, fabricantes y subcontratistas.
Las personas jurídicas serán solidariamente responsables con el profesional competente que actúe por ellas como proyectista o constructor respecto de los señalados daños y perjuicios.
El propietario primer vendedor estará obligado a incluir en la escritura pública de compraventa, una nómina que contenga la individualización de todas y cada una de las personas a quienes pueda asistir responsabilidad de acuerdo al
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presente articulo. Tratándose de personas jurídicas deberá individualizarse a sus representantes legales. Asimismo, en la publicidad y en la escritura de compraventa, deberán explicitarse las especificaciones técnicas y el sistema de control de calidad adoptado durante la construcción y las garantías adicionales de calidad de las obras, sus características y plazos.
La responsabilidad civil a gue se refiere este artículo, tratándose de personas jurídicas gue se hayan disuelto, se hará efectiva respecto de guienes eran sus representantes legales a la fecha de celebración del contrato.
Las acciones para hacer efectivas las responsabilidades a gue se refiere este artículo prescribirán en cinco años, contados desde la fecha de la recepción definitiva de la obra por parte de la Dirección de Obras Municipales.".
Sin perjuicio de lo expresado, la Comisión Mixta acordó dejar constancia, gue se entenderla cumplida la obligación de insertar las especificaciones técnicas en la escritura, cuando ellas se archiven en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente, junto con los planos, cuando corresponda, o se protocolicen, en el evento de gue no exista obligación de archivar los planos en el Conservador de Bienes Raíces y se efectúe la mención correspondiente a dicho archivo o protocolización en la escritura pública de compraventa.
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A continuación, el señor Ministro de Vivienda y Urbanismo propuso el siguiente texto para reemplazar el articulo 19 contenido en el Nº 3) del artículo único, toda vez que, según expresó, las modificaciones introducidas a las demás disposiciones del proyecto de ley en trámite hacen necesario enmendar este precepto:
"Artículo 19.- Las causas a que dieren lugar las acciones a que se refiere el inciso final del artículo 18 se tramitarán conforme con las reglas del procedimiento sumario establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil.
Con todo, las partes podrán someter las controversias a la resolución de un juez árbitro de derecho que, en cuanto al procedimiento, tendrá las facultades de arbitrador a que se refiere el artículo 223 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro deberá ser designado por el juez. Sólo podrán ser designados árbitros, para estos efectos, abogados que tengan, a lo menos, cinco años de ejercicio de la profesión.
En contra de la sentencia arbitral se podrán interponer los recursos de apelación y de casación en la forma, los que serán conocidos por la justicia ordinaria.".
La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señora Carmen Frei y señores Alberto Cooper, Sergio Diez y Arturo Frei y Honorables Diputados señores Ramón Elizalde, José Makluf, Carlos Montes, Ramón Pérez y Víctor Pérez, concordó con la apreciación del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, en el sentido de que
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era necesario introducir modificaciones al articulo 19. Asimismo, acordó, por la misma unanimidad referida anteriormente, aprobar el siguiente texto para el Nº 3 del Artículo único:
"3) Sustituyese el artículo 19 por el siguiente:
"Artículo 19.- Las causas a que dieren lugar las acciones a que se refiere el inciso final del articulo 18, se tramitarán conforme con las reglas del procedimiento sumario establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil.
Con todo, las partes podrán someter las controversias a la resolución de un arbitro de derecho que, en cuanto al procedimiento, tendrá las facultades de arbitrador a que se refiere el artículo 223 del Código Orgánico de Tribunales. El arbitro deberá ser designado por el juez letrado competente y tener, a lo menos, cinco años de ejercicio profesional.".".
000 Nº 4)
La H. Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente Nº 4):
"4) Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:
"Artículo 20.- Toda infracción de las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general y de
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los instrumentos de planificación urbana que se apliquen en las respectivas comunas, será sancionada con multa, a beneficio municipal, no inferior a tres ni superior a sesenta y cinco unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la paralización o demolición de toda o parte de la obra, según procediere, además de las sanciones penales y administrativas pertinentes.
Cualquier persona podrá denunciar, ante la municipalidad o ante la Secretaria Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, el incumplimiento de las disposiciones de los aludidos cuerpos legales y reglamentarios.". " .
Por su parte, el Senado, en segundo trámite constitucional sustituyó el articulo 20, contenido en este número 4), por el siguiente:
"Articulo 20.- Toda infracción a las
disposiciones de esta ley, a su ordenanza general y a los instrumentos de planificación territorial que se apliquen en las respectivas comunas, será sancionada con multa, a beneficio municipal, no inferior a una ni superior a sesenta y cinco unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la paralización o demolición de toda o parte de la obra, según procediere, a menos que el hecho sea constitutivo de delito o tenga una sanción especial determinada en esta ley u otra.
El que tenga interés actual comprometido podrá denunciar ante la municipalidad, ante la Secretarla Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva o ante el Juzgado de Policía Local
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correspondiente, el incumplimiento de las disposiciones de los aludidos cuerpos legales y reglamentarios. La denuncia deberá ser fundada y acompañarse los medios probatorios de que dispongan las partes.
Las municipalidades no podrán cobrar derecho o suma alguna para tramitar las denuncias que se les formulen. El hacerlo constituirá falta grave."
La H. Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la enmienda propuesta por el Senado.
El señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, como una manera de resolver la controversia, propuso el siguiente texto para el articulo 20, contenido en el Nº 4) del articulo único:
"Artículo 20.- Toda infracción a las disposiciones de esta ley, a su ordenanza general y a los instrumentos de planificación territorial que se apliquen en las respectivas comunas, será sancionada con multa, a beneficio municipal, no inferior a una ni superior a sesenta y cinco unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la paralización o demolición de toda o parte de la obra, según procediere, a menos que el hecho sea constitutivo de delito o tenga una sanción especial determinada en esta ley u otra.
El que tenga interés actual comprometido podrá denunciar ante la municipalidad, ante la Secretaria Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva o ante el Juzgado de Policía Local correspondiente, el incumplimiento de las disposiciones
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de los aludidos cuerpos legales y reglamentarios. La denuncia deberá ser fundada y acompañarse los medios probatorios de que dispongan las partes.".
El Honorable Diputado señor Carlos Montes consultó si al hablarse de instrumentos de planificación territorial se entienden incorporadas las ordenanzas municipales referidas al uso del suelo.
El señor Ministro de Vivienda le respondió que todas las ordenanzas tienen que ver con planificación urbana y/o uso del suelo.
El Honorable Diputado solicitó que, en todo caso, lo anterior quedara expresamente establecido, porque este punto ha generado mucha polémica. Seguidamente, el mismo señor parlamentario preguntó al señor Ministro su opinión acerca del tope de 65 Unidades Tributarias Mensuales, propuesto en la norma, ya que, en su opinión, es una suma alta para quien construye una casa, pero reducida para quien construye un edificio.
El señor Ministro de Vivienda y Urbanismo explicó que en la práctica solamente se pueden aplicar las sanciones de demolición o de paralización y en este caso se está introduciendo una multa por incumplimiento de una norma, sin perjuicio de ordenar la paralización y/o la demolición respectiva.
El Honorable Diputado señor Carlos Montes solicitó que se elevara el monto de la multa, en el entendido que este quedara al criterio de quien la aplica. Sugirió, al efecto, elevar a 100 Unidades Tributarias Mensuales el tope de la referida multa.
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Con posterioridad, los representantes del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, sugirieron a vuestra Comisión Mixta una nueva redacción para el artículo 20, del siguiente tenor:
"Artículo 20.- Toda infracción a las disposiciones de esta ley, a su ordenanza general y a los instrumentos de planificación territorial que se apliquen en las respectivas comunas, será sancionada con multa, a beneficio municipal, no inferior a un 0,5% ni superior al 20% del presupuesto de la obra. A falta de éste la multa será no inferior a 1 ni superior a 100 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la paralización o demolición de toda o parte de la obra, según procediere, a menos que el hecho sea constitutivo de delito o tenga una sanción especial determinada en esta ley u otra.
Cualquier persona podrá denunciar ante la municipalidad, ante la Secretaria Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva o ante el Juzgado de Policía Local correspondiente, el incumplimiento de las disposiciones de los aludidos cuerpos legales y reglamentarios. La denuncia deberá ser fundada y acompañarse los medios probatorios de que dispongan las partes.".
El señor Subsecretario de Vivienda y Urbanismo indicó que en esta nueva proposición se elevan las sanciones dándoseles el carácter de progresivas en función de las inversiones que están involucradas en el proyecto de que se trate. En particular, precisó, se establece un rango que va de 0,5% hasta 20%, en relación al presupuesto de la obra.
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Advirtió que como puede ocurrir que el presupuesto de la obra no esté actualizado o no haya sido elaborado, tratándose de obras de un tamaño habitualmente menor que no precisan exigencias plenas, se fija una multa no inferior a una ni superior a cien U.T.M..
El Honorable Diputado señor Carlos Montes expresó que le parecía más adecuado haber incorporado un porcentaje del valor de la obra, porque eso permitiría que sea más equitativo el cobro y daría mayor margen a quien la aplique. Agregó que si la intención es estatuir la multa en unidades tributarias mensuales sólo para las pequeñas construcciones, habría que decirlo explícitamente para evitar confusiones.
Los representantes del Ministerio de Vivienda y Urbanismo señalaron que la referencia al presupuesto de la obra tiene influencia en el presupuesto oficial de la misma, que es el que se considera para el cálculo de los derechos municipales para obtener el permiso de construcción, pero también debe tenerse presente la posibilidad que no exista el presupuesto de la obra, ya que puede tratarse de una obra que no cuenta con el debido permiso. Obviamente, añadió, si no tiene permiso municipal, no tiene presupuesto oficial de la obra.
Seguidamente el señor Subsecretario de Vivienda y Urbanismo señaló que el presupuesto de la obra es un concepto muy preciso y claro; habla de la obra como conjunto. Además la redacción dice: a falta de la existencia de un presupuesto, que es condición fundamental para obtener un permiso. Agregó que en el último tiempo en Chile se ha asistido, después de muchos años, a demoliciones de obras por no contar con permiso municipal, por lo tanto, la tendencia es a
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reforzar el mecanismo de permiso municipal como exigencia fundamental para la realización de las obras, porque se podría sostener que si alguien no tiene permiso municipal y, en consecuencia no tiene presupuesto, quedaría sólo afecto a una sanción que estaría en el umbral de una unidad tributaria.
El Honorable Diputado señor José Makluf hizo notar que la proposición del Ejecutivo para el artículo 20, ha dividido el inciso primero de este precepto en frases, una de las cuales dice relación con la paralización o demolición de la obra. Manifestó su criterio en el sentido que esa división no podría significar que la sanción de paralización o demolición se aplique solamente a aquellas obras que no tienen presupuesto puesto que, enfatizó, en su opinión dicha sanción también puede, recaer en las obras que poseen presupuesto. Opinó que la redacción anterior, en un sólo inciso, en una sola frase, daba lugar a la paralización o demolición de las obras en todos los eventos.
El Honorable Senador señor Arturo Frei señaló que en muchas partes existen obras menores que nunca han tenido presupuesto ni permiso y, de esta forma, se las estaría castigando no solamente con la multa de una a cien U.T.M., sino que, además, con la demolición de todo o parte de la obra. En consecuencia, agregó, si se refiere sólo a las obras pequeñas sería una sanción extraordinariamente grave y se estaría creando un instrumento que se podría utilizar en todas las municipalidades del país para demoler toda clase de ampliaciones que se han hecho sin permiso.
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El señor Subsecretario de Vivienda y Urbanismo expresó que el Diputado señor Montes plantea la posibilidad de sanciones que vayan más allá de las multas. Manifestó que la inexistencia en Chile de colegios profesionales o entidades que tengan, además, un amplio espectro de facultades en lo que se refiere a la ética hace verdaderamente muy poco factible la posibilidad de eliminar a un profesional del registro de una entidad, que es de carácter estrictamente voluntario y de asociación libre. En muchos de los países europeos, añadió, pertenecer a estos registros e incluso a registros altamente especializados, constituye la norma y la sanción aplicable comprende desde la anotación en el registro hasta la salida del mismo, es decir se trata de una sanción significativa e importante. Por eso, explicó, se ha querido focalizar la idea de la sanción en lo que se refiere estrictamente a las multas.
•
Prosiguió diciendo que en algunos países se agrega a la sanción la publicidad de la misma, a cargo de alguna de entidad, que habitualmente es la que establece dicha sanción. Sin embargo, indicó, pareció poco prudente establecer que esta sanción tuviera que ser informada a un medio de comunicación o a un conjunto de los sectores interesados, o al Ministerio, o a los proveedores porque quizás sería menos efectiva que la sanción monetaria establecida en el proyecto de ley.
El Honorable Diputado señor Carlos Montes manifestó que cuando se hace mención al presupuesto de la obra, en el artículo 126 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, se dice: "conforme a los tipos y materiales de construcción a emplearse". Al respecto preguntó, un ascensor, por
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ejemplo, ¿está incluido? ¿Está considerado, dentro de los costos unitarios, un edificio que requiera ascensor respecto de uno que no requiere? La idea, señaló es que se haga referencia en el artículo 126 de ese concepto de presupuesto de la obra, porque le da rigurosidad.
El señor Subsecretario de Vivienda y Urbanismo opinó que, sin duda, esa redacción no está estableciendo un eventual resquicio debido a la no certificación de un presupuesto. Agregó que ello podría determinarse a través de un informe de peritos.
El Honorable Diputado señor Víctor Pérez expresó que dudaba de la eficacia de la norma tal como se quiere establecer, porque, de una u otra manera implica la posibilidad de que alguien accione para pedir que se determine el presupuesto por una vía distinta a la indicada.
Añadió que la norma actualmente vigente del artículo 20 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones señala que hecha la denuncia a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda o a la Municipalidad, estos organismos deben remitir los antecedentes al Juzgado de Policía Local. Con el proyecto de ley, en cambio, dicho procedimiento se modifica permitiéndose al particular interesado recurrir directamente ante el Juzgado de Policía Local, dejándose fuera del proceso, eventualmente, a la Municipalidad o a la Secretaría Regional Ministerial.
El Honorable Senador señor Arturo Frei estimó que en cuanto a la parte segunda del inciso primero, comparte la idea de que un perito nombrado por el Juez de Policía Local fije el presupuesto,
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manteniendo también lo relativo a la paralización y demolición en todo o parte de la obra, a menos que se haya configurado un delito. Admitió, además, que en el inciso segundo se está limitando la posibilidad de denunciar a la Municipalidad y a la Secretaria Regional Ministerial. En atención a lo anterior propuso facultar a las dos entidades aludidas para denunciar ante el juez.
El Honorable Diputado señor Victor Pérez observó que la norma original también faculta a cualquier persona para hacer la denuncia, la que debía ser comprobada por la Secretaria Regional Ministerial o el Municipio. Resaltó que ahora se está cerrando un camino, no obstante que, a su juicio, quienes más tendrian interés en efectuar la denuncia serian precisamente las secretarias regionales ministeriales y las municipalidades.
Los representantes del Ministerio de Vivienda y Urbanismo declararon concluir, del inciso segundo propuesto, que en ningún caso ni el Secretario Regional Ministerial ni las Municipalidades tienen facultades para aplicar multas, porque siempre dicha materia es competencia del Juez de Policía Local, por lo que es evidente que realizar cualquier tipo de denuncia, ante la Secretaria Regional Ministerial o ante la Municipalidad, que no fuera efectuada con el objeto de que se aplique la multa contemplada en el inciso primero, no tendría razón de ser.
El Honorable Senador don Arturo Frei reiteró su planteamiento en el sentido de estatuir que el particular pueda denunciar ante la Secretaria Regional Ministerial y ante la Municipalidad, sin perjuicio de que la Secretaria Regional Ministerial y
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la Municipalidad también puedan denunciar al Juzgado de Policía Local.
Los representantes   del   Ejecutivo coincidieron con lo
recién expresado, destacando que se trataría sólo de un
problema de redacción, toda vez que las municipalidades
poseen capacidad fiscalizadora.
Agregaron que es complejo referir las sanciones al valor de la obra, porque las diferencias entre ambas pueden ser muy significativas, ya que puede tratarse, por una parte, de una obra de un alto costo, y de la otra, de una falta mínima. Por eso, indicaron, se está buscando un mecanismo flexible que permita al tribunal aplicar sanciones, proporcionadas, a un mismo tiempo, al presupuesto de la obra y a la gravedad de falta. Recordaron que, sin perjuicio de lo anterior, se mantiene la sanción de paralización, que si se aplica con frecuencia puede provocar perjuicios económicos al propietario de la obra, además de que ésta última se aplica con más facilidad que la sanción de demolición.
El Honorable Diputado señor Carlos Montes hizo saber que consideraba útil contemplar una alternativa para aquellos que no tienen permiso y construyen inmuebles de envergadura, es decir, este no es problema sólo de las construcciones menores. De todas maneras, estimó que además de las multas es necesario establecer otras sanciones.
El Honorable Senador señor Alberto Cooper propuso la inclusión de la tasación del perito, que, estimó, da más garantías y por ello, dijo, se tendría que variar la redacción de la frase.
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El señor Subsecretario de Vivienda y Urbanismo acotó que es muy importante que la tasación del perito sea refrendada por el Director de Obras Municipales.
El Honorable Senador don Alberto Cooper expresó que era preferible que lo hiciera la justicia.
Los representantes del Ejecutivo explicaron que el sentido de que cualquier persona pueda hacer la denuncia es permitir a cualquiera actuar ante los tribunales y, en este contexto, exigir un peritaje limita esa posibilidad, porque normalmente no van a existir los recursos para pagar el perito. En consecuencia, es más conveniente un perito nombrado por el tribunal.
El Honorable Senador don Carlos Letelier aseveró que si el perito es nombrado por el juez, dicho especialista es pagado por el Fisco.
El Honorable Diputado señor Víctor Pérez planteó la posibilidad de que tratándose de viviendas de escaso valor donde se realiza una ampliación, solamente se les aplique una multa sin que sea necesario nombrar peritos ya que ello significa gastos que la gente no puede enfrentar.
La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señora Carmen Freí y señores Alberto Cooper y Arturo Frei y Honorables Diputados señores Ramón Elizalde, José Makluf, Carlos Montes, Ramón Pérez y Víctor Pérez, acordó aprobar el siguiente texto para el Nº 4) del articulo único:
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"4) Reemplázase el articulo 20 por el siguiente:
"Artículo 20.- Toda infracción a las
disposiciones de esta ley, a su ordenanza general y a los instrumentos de planificación territorial que se apliquen en las respectivas comunas, será sancionada con multa, a beneficio municipal no inferior a un 0,5% ni superior al 20% del presupuesto de la obra, a que se refiere el articulo 126 de la presente ley. En caso de no existir presupuesto, el juez podrá disponer la tasación de la obra por parte de un perito o aplicar una multa que no será inferior a 1 ni superior a 100 unidades tributarias mensuales. Todo lo anterior es sin perjuicio de la paralización o demolición de todo o parte de la obra, según procediere, a menos que el hecho sea constitutivo de delito o tenga una sanción especial determinada en esta ley o en otra.
La municipalidad que corresponda, la Secretaria Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva o cualquier persona podrá denunciar ante el Juzgado de Policía Local correspondiente, el incumplimiento de las disposiciones de los aludidos cuerpos legales y reglamentarios. La denuncia deberá ser fundada y acompañarse de los medios probatorios de que se dispongan.
Las acciones relativas a las infracciones a que se refiere este artículo, prescribirán en el término de un año contado desde la recepción de la obra.".".
000
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El   Senado,   en   segundo   trámite constitucional intercaló el siguiente Nº 5), nuevo:
"5) Sustituyese el- artículo 21, por el siguiente:
"Articulo 21 .- Las infracciones a
las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general y de los instrumentos de planificación territorial serán de conocimiento del Juez de Policía Local respectivo. Tratándose de la responsabilidad de las personas jurídicas se estará a lo dispuesto en el artículo 28 de la ley N° 18.287. En caso de disolución, mientras esté pendiente el plazo de prescripción, las acciones se seguirán en contra de los que eran sus representantes legales a la fecha de la disolución.
Las acciones penales relativas a las infracciones a que se refiere el artículo 20 y este artículo, prescribirán en el término de seis meses contado desde la recepción de la obra.".".
La H. Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la intercalación propuesta.
El señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, como una manera de resolver la controversia, sugirió se aprobara el texto propuesto por el Senado para el artículo 21, contenido en el Nº 5) del artículo único.
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La Comisión Mixta, luego de un breve debate, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Carmen Frei y señores Alberto Cooper, Sergio Diez y Arturo Frei y Honorables Diputados señores Ramón Elizalde, José Makluf, Carlos Montes, Ramón Pérez y Víctor Pérez acordó aprobar el siguiente texto para el nuevo Nº 5) del artículo único:
"5) Sustituyese el articulo 21, por el siguiente:
"Articulo 21.-  Las infracciones a las
disposiciones de esta ley, de su ordenanza general y de los instrumentos de planificación territorial serán de conocimiento del Juez de Policía Local respectivo. Tratándose de la responsabilidad de las personas jurídicas se estará a lo dispuesto en el articulo 28 de la ley Nº 18.287. En caso de disolución, mientras está pendiente el plazo de prescripción, las acciones se seguirán en contra de los que eran sus representantes legales a la fecha de la celebración del respectivo contrato.".".
000 
Nºs. 5) y 6)
El texto aprobado por la H. Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, para estos números, es el siguiente:
"5) Sustituyese el articulo 25 por el siguiente:
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"Artículo  25.-  En  los  casos  de
infracciones de las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general y de los instrumentos de planificación urbana, que afectaren la responsabilidad de personas jurídicas que hubieren encomendado la ejecución de una obra, el procedimiento para hacer efectiva la responsabilidad correspondiente se seguirá contra el o los representantes legales de ellas. Estas personas jurídicas no podrán disolverse voluntariamente mientras esté pendiente el plazo de prescripción respectivo salvo que presenten una boleta bancaria de garantía por el monto total de la obra.
Las empresas constructoras que pacten en forma directa con los beneficiarios de los subsidios de vivienda dependientes del Servicio de Vivienda y Urbanización, deberán registrarse con todos sus antecedentes en el municipio en cuya jurisdicción se efectúe la obra. Esta condición es necesaria para la obtención del permiso de edificación.
El Ministerio de Vivienda y Urbanismo, los Servicios de Vivienda y Urbanización, las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo y las municipalidades suspenderán o eliminarán de sus registros de contratistas a toda persona, natural o jurídica, que haya sido sancionada por infracción de las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general y de . los instrumentos de planificación urbana, lo que será aplicado conforme al reglamento.'' .
6) Reemplázase el artículo 26 por el siguiente:
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"Artículo 26.- Las responsabilidades
por infracción de esta ley, de su ordenanza general y de los instrumentos de planificación urbana, de que deban conocer los juzgados de policía local, prescribirán a los cinco años de cometida la infracción. Para estos efectos, las obras ejecutadas sin contar con los permisos a que se refiere esta ley constituirán infracción permanente.".".
Por su parte, el Senado, en el segundo trámite constitucional, sustituyó los números 5) y 6), recién transcritos, por el siguiente ns 6):
"6) Deróganse los artículos 25 y 26.".
La H. Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta.
El señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, con el objeto de dar solución a la controversia, propuso lo siguiente:
-Reemplazar el articulo 25, contenido en el Nº 5), por el siguiente:
"Articulo 25.- El Ministerio de Vivienda y Urbanismo podrá disponer que en las viviendas que cuenten con financiamiento estatal para su construcción o adquisición exista una adecuada supervisión técnica de las obras o garantía sobre la calidad de la construcción en la forma que el Reglamento determine.
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En estos mismos casos, los Servicios de Vivienda y Urbanización, directamente o a través de terceros, podrán hacerse parte en las causas a que dieren lugar las acciones a que se refiere el inciso final del articulo 18.", y
-Derogar el articulo 26, contenido en el Nº 6).
El Honorable Diputado señor Carlos Montes planteó un texto alternativo a la proposición del Ministerio para el articulo 25, con la siguiente redacción: "El Ministerio de Vivienda y Urbanismo deberá disponer en los reglamentos de subsidio, que respecto a las viviendas que cuenten con financiamiento estatal para su adquisición o construcción, existan mecanismos, exigencias o controles que aseguren la calidad de la construcción, de acuerdo a las características de cada programa".
Explicó que esta proposición persigue mandatar al Ministerio para que en el reglamento del subsidio de que se trate, se establezca la modalidad particular de control. Informó que frente a los problemas que se observan en la calidad de la construcción, en particular en las operaciones sobre casas usadas, deben consagrarse mecanismos de control de calidad, o sea, no puede aplicarse el subsidio sin exigencia.
El señor Ministro de Vivienda y Urbanismo acotó que este planteamiento recoge el espíritu de la discusión que se tuvo en alguna oportunidad. Añadió que es muy realista por cuanto distingue distintos programas habitacionales que poseen diversos requerimientos.
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La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señora Carmen Frei y señores Alberto Cooper, Sergio Diez y Arturo Frei y Honorables Diputados señores Ramón Elizalde, José Makluf, Carlos Montes, Ramón Pérez y Víctor Pérez, acordó aprobar el siguiente texto para las normas descritas, como Nºs. 5) bis y 6) del artículo único:
"5) bis.- Sustituyese el artículo 25, por el siguiente:
"Artículo 25.- El Ministerio de Vivienda y Urbanismo deberá disponer, en la forma que el Reglamento determine y de acuerdo a cada programa, que respecto de las viviendas que cuenten con financiamiento estatal para su construcción o adquisición existan mecanismos que aseguren la calidad de la construcción.
En estos mismos casos los Servicios de Vivienda y Urbanización, directamente o a través de terceros, podrán hacerse parte en las causas a que dieren lugar las acciones a que se refiere el inciso final del artículo 18."
6) Derógase el artículo 26.".
000
El   Senado,   en   segundo   trámite constitucional, agregó el siguiente Nº 6 bis):
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"6 bis) Agrégase en el inciso tercero
del articulo 118, a continuación del punto final(.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: "La respectiva Secretaria Regional Ministerial, a su vez, dispondrá de un plazo de quince dias hábiles para pronunciarse, en cada oportunidad que su intervención sea requerida. ".
La H. Cámara de Diputados, en tercer
trámite constitucional, rechazó la agregación propuesta.
La Comisión Mixta, luego de un breve intercambio de ideas, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señora Carmen Frei y señores Arturo Frei y Mario Ríos y Honorables Diputados señores Ramón Elizalde, Carlos Montes y Victor Pérez, acordó aprobar el texto propuesto por el Senado, para la norma en análisis.
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El Senado, en segundo trámite constitucional consultó los siguientes Nºs. 7) y 8), nuevos:
"7) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, al articulo 142:
"Los asesores externos a que se refiere
el articulo 144, tendrán libre acceso a todas las obras de edificación y urbanización que les corresponda informar.".
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8)   Agrégase   el siguiente   inciso 
segundo, nuevo, al articulo 143:
I
"Se deberá mantener en el lugar de
la obra, en forma permanente y actualizada, un Libro de Obras en el cual se consignarán, debidamente firmadas, las instrucciones y observaciones sobre el desarrollo de las diferentes etapas de la construcción y se dejará expresa constancia de todos los hechos que indigue la Ordenanza General, por parte de los profesionales proyectistas, el constructor, el inspector técnico y el supervisor técnico, si los hubiere, pudiendo también registrar sus observaciones los inspectores municipales, cuando lo requieran.".
La H. Cámara de Diputados, en tercer
trámite constitucional, rechazó las agregaciones propuestas.
Estas  controversias  fueron  resueltas
con posterioridad por la Comisión Mixta, como se indicará en su oportunidad, al considerar las proposiciones formuladas por S.E. el Presidente de la República con el objeto de resolver las divergencias suscitadas.
000
El texto aprobado, para este número, por la H. Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, es el siguiente:
"7)Agréganse  los  siguientes  incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, al articulo 144:
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"No    obstante    lo    anterior,
tratándose de conjuntos habitacionales de más de veinte unidades de viviendas, la Dirección de Obras Municipales podrá exigir, desde el inicio de la obra y durante toda su ejecución, la participación de una inspección técnica independiente del constructor, persona natural o jurídica, contratada a costa del propietario de la obra entre aquellos profesionales que se encuentren inscritos en el registro que, para estos efectos, mantendrá la Dirección de Obras Municipales o, en bu defecto, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.
El inspector técnico deberá consignar sus observaciones en un Libro de Obras y notificar a la Dirección de Obras Municipales en caso de que estime ~que ésta debe ordenar la paralización o la demolición de las obras. La Dirección de Obras Municipales podrá proceder a otorgar la recepción definitiva sin nuevo trámite, con el solo mérito del informe que emita al término de su gestión dicha inspección técnica.
En estos casos, el inspector técnico,
sea éste persona natural o jurídica, será solidariamente responsable con las personas indicadas en el inciso segundo del artículo 18.".".
Por su parte, en el Senado, en el segundo trámite constitucional, el número 7) pasó a ser Nº 9), sustituido por el siguiente:
las
siguientes
"9)   Introdúcense modificaciones al artículo 144:
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a)Agréganse como incisos primero, segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto nuevos, los siguientes:
"Articulo 144.- La Dirección de Obras
Municipales podrá encomendar la revisión de los anteproyectos y de los proyectos de construcción para el otorgamiento de permisos de edificación, asi como las gestiones necesarias para la recepción de las obras, a asesores externos, personas naturales o jurídicas con inscripción vigente en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Estas personas deberán suscribir, un contrato con la Municipalidad, debiendo rendir caución o fianza que garantice el cumplimiento de sus obligaciones a satisfacción de la Municipalidad.
Los  particulares  que  presenten  un
proyecto de construcción ante una Municipalidad, podrán solicitar que se les designe un asesor externo que cumpla con los requisitos antes señalados, en cuyo caso el costo del contrato respectivo será a su entero cargo. La Municipalidad no podrá rechazar esta petición.
En el cumplimiento de su cometido, los
asesores externos deberán verificar que los anteproyectos, los proyectos y las obras sometidas a su estudio, cumplan con todas las disposiciones legales, reglamentarias y normativas a que están sujetas las respectivas Direcciones de Obras Municipales para el otorgamiento de permisos de edificación y para la recepción de obras, debiendo emitir los informes que se requieran para tal efecto. En estos casos, el asesor externo responderá civil y penalmente. La responsabilidad civil se hará efectiva a través de las
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garantías que hubiere constituido al momento del contrato. El reglamento gue se dicte para el registro de asesores externos, a gue se refiere el inciso primero, establecerá las causales de amonestación, suspensión y eliminación del registro por incumplimiento de las obligaciones del contrato.
El o los asesores externos gue contrate
o designe la Municipalidad en virtud de lo dispuesto en los incisos anteriores, mientras desempeñen la función, estarán impedidos para actuar profesionalícente como proyectistas o constructores en obras gue se ejecuten dentro del territorio de la respectiva comuna; como tampoco podrán ser socios, formar parte o tener interés en empresas de construcción gue desarrollen proyectos u obras en la misma comuna.
La Dirección de Obras Municipales podrá
proceder a otorgar el permiso de construcción o la recepción definitiva, según corresponda, sin nuevo trámite, con el solo mérito del informe favorable gue emita en cada caso dicha supervisión técnica y de los documentos gue para tal efecto exija la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.
Cuando haya intervenido un asesor externo y la Dirección de Obras Municipales no se hubiere pronunciado dentro de los plazos señalados en el inciso primero del articulo 118, el permiso de construcción o la recepción de las obras, según corresponda, se entenderán automáticamente otorgados. En caso de rechazo el solicitante podrá presentar un recurso de reposición ante dicha autoridad, en el plazo -de 15 días contados desde la notificación de la negativa del otorgamiento del permiso. Para resolver este recurso el Director de Obras Municipales, dentro
Del plazo de 5 días contados desde la recepción del recurso, deberá solicitar, acompañando los antecedentes del caso, un informe técnico a la Secretaria Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, la que tendrá un plazo de 10 días hábiles para evacuarlo. Recepcionado el informe el Director de Obras Municipales deberá pronunciarse dentro del plazo de 5 días hábiles. Vencido dicho plazo sin que existiere pronunciamiento se entenderá acoqido el recurso y en consecuencia otorqado el permiso o la recepción, según corresponda.".
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b) Consultar, como inciso séptimo del actual artículo 144, su inciso primero, sin enmiendas.
c) Contemplar, como inciso octavo del
actual artículo 144, su inciso segundo, con la sola modificación de intercalar entre la palabra "totales" y el punto final (.)/ la siguiente frase: "que no cuenten con la asesoría externa establecida en el presente artículo.". " .
La H. Cámara de Diputados, en tercer
trámite  constitucional,  rechazó  las  modificaciones propuestas.
El  señor  Ministro  de  Vivienda  y
Urbanismo presentó una sugerencia que intenta recoger lo propuesto en los N^s. 7) y 8) del Senado y la disposición aprobada en el Nº 7) de la Cámara de Diputados, que corresponde al Nº 9) aprobado por el Senado, del siguiente tenor:
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1.- Sustituir el inciso segundo del articulo 116, por el siguiente:
"Los Directores de Obras Municipales
otorgarán los permisos de urbanización y/o construcción, previo pago de los derechos que procedan. Para su otorgamiento será de responsabilidad exclusiva del Director de Obras Municipales cautelar que los proyectos cumplan con las disposiciones relativas a -obras de urbanización y al uso del suelo, volumen y emplazamiento de las edificaciones, establecidas en la presente ley y su ordenanza, asi como en los planes reguladores y las ordenanzas locales. Cuando la solicitud de permiso de edificación contenga el informe de un revisor independiente a que se refiere el articulo 116 bis, el Director de Obras Municipales podrá aceptar sin más trámite y con el sólo mérito del informe favorable el resto de los antecedentes exigidos en los textos mencionados".
2.- Agregar el siguiente articulo 116
bis:
"Articulo 116 bis.- Los propietarios
que presenten una solicitud de permiso de construcción podrán contratar un revisor independiente, persona natural o juridica con inscripción vigente en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. En estos casos los derechos municipales a que se refiere el articulo 130 se reducirán en un 10%.
En el cumplimiento de su cometido, los
revisores deberán verificar que los anteproyectos y proyectos cumplen con todas las disposiciones legales y reglamentarias, debiendo emitir los informes que se
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requieran para tal efecto. El reglamento que se dicte para el registro, a que se refiere el inciso primero, establecerá las causales de amonestación, suspensión y eliminación del registro por incumplimiento de sus obligaciones. Sin perjuicio de dichas sanciones los revisores externos serán subsidiariamente responsables con los proyectistas, salvo por aquellos aspectos cuya revisión de acuerdo al inciso segundo de este articulo competen en forma exclusiva al Director de Obras Municipales.".
incisos
3.-  Agregar  los  siguientes segundo y tercero, nuevos, al articulo 143:
"El    propietario    designará    un
profesional inspector y/o supervisor de la obra, guien deberá velar porque en la construcción se adopten las medidas de control de calidad necesarias para que ésta se ejecute conforme a la reglamentación, planos y especificaciones del proyecto. Terminada la obra, dicho profesional deberá certificar que ella ha sido ejecutada conforme al proyecto y que ha sido aplicado el control de calidad establecido.
Se deberá mantener en el lugar de la
obra, en forma permanente y actualizada, un Libro de Obras en el cual se consignarán, debidamente firmadas, las instrucciones y observaciones sobre el desarrollo de la construcción, por parte de los profesionales proyectistas, el constructor y el inspector técnico o supervisor, pudiendo también registrar sus observaciones los inspectores municipales cuando lo requieran.".
Previa a la discusión de la sugerencia del señor Ministro que, posteriormente, se concretó en
58
i!
una proposición formulada por S.E. el Presidente de la República, como se señalará más adelante, la Comisión Mixta tuvo presente que ambas Cámaras si bien coinciden en la necesidad de mejorar las normas relativas a las exigencias de calidad en la construcción y agilizar los procedimientos administrativos relativos a los permisos y recepciones de obras mediante la intervención de profesionales privados que coadyuven con la Dirección de Obras Municipales, han abordado la solución a través de caminos distintos. En razón de lo anterior, vuestra Comisión Mixta se abocó al estudio de dicha sugerencia, por estimar que la misma se enmarca dentro de la controversia suscitada, ya que, la agregación de los nuevos artículos por parte del Ejecutivo, serla una forma de lograr una solución global de las disparidades producidas.
El  Honorable  Diputado  señor  Víctor
Pérez expresó su interés por abrir debate sobre la parte final del artículo, referido a la solicitud de permiso de edificación que contenga el informe de un revisor independiente y donde se le entrega la facultad, al Director de Obras, de recibirlo sin más trámite o hacer nuevamente todo el ejercicio tal como ocurre hoy día. Además, consultó si sería posible cambiar la forma verbal "podrá" por "deberá".
I
V
El  señor  Ministro  de . Vivienda  y
Urbanismo manifestó que efectivamente es una alternativa que el Director de Obras actúe preocupado de los aspectos globales, que se han denominado "envolventes11 y que los revisores asuman la responsabilidad, en los aspectos específicos que les corresponden. Sin embargo, opinó, existen dos caminos. Uno consiste en cambiar "podrá" por "deberá", y el otro es agregar al texto, lo siguiente: "con la sola
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excepción de proyectos de edificios de uso público, cuya revisión será de responsabilidad exclusiva del Director de Obras Municipales". De esa manera el "poder" sería obligatorio, ya que debe distinguirse entre la vivienda unif amiliar, de aquel que se construye su casa y asume su responsabilidad, y de aquel Centro Comercial, etcétera.
i
El  Honorable  Diputado  señor  Carlos
Montes expresó querer opinar en general sobre el resto de los artículos que deben analizarse antes de entrar al estudio particular de ellos, manifestando que lo que queda del texto busca, además de asegurar la calidad de la construcción, dar algunos pasos hacia la modernización de las Direcciones de Obras .
II
Formuló tres observaciones al texto de los artículos por analizar. La primera en cuanto es necesario diferenciar, a lo menos, tres tipos de construcción: las ampliaciones, que son una ficción de una construcción nueva. Informó que algunos municipios han indicado que el 70% de su actividad tiene que ver con modificaciones referidas a ampliaciones; un segundo tipo son las construcciones nuevas y otras diferentes, son las que tienen que ver con uso público, por ejemplo, supermercados, colegios y otros.
Añadió que para estos tres tipos de construcción no se debe aplicar igual normativa. Opinó que en el caso de las construcciones de uso público es partidario de que la Dirección de Obras Municipales tenga la responsabilidad y la capacidad para inspeccionar, fiscalizar y controlar.
Prosiguió     diciendo     que     en construcciones   de  menor   envergadura   como   las
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ampliaciones debiera operarse con declaración jurada, con la firma de un profesional.
Agregó que, en todo caso, esta declaración jurada no puede inhibir la capacidad de fiscalización de la Dirección de Obras. Con todo, aseveró que es importante liberalizar todo lo secundario y dar mayor responsabilidad al privado, porque es un requisito de modernización de este ámbito que tenga mayor responsabilidad el sector privado. Añadió que el desafío consiste en determinar la forma de asegurar la mayor responsabilidad del privado. En consecuencia debieran revisarse las sanciones al privado, porque, a su juicio, existe en este aspecto un vacio en el resto del texto.
El señor Ministro de Vivienda y Urbanismo estimó muy procedente lo recién señalado compartiendo dichas apreciaciones. Asimismo, propuso distinguir en el artículo 116 las construcciones que son de uso público de aquellas que no lo son, entregando a las Direcciones de Obras las de uso público, manteniendo a los revisores para las demás construcciones y las modificaciones o ampliaciones encauzarlas a través de las declaraciones juradas.
Precisó que se usó en el texto la fórmula facultativa "podrá" y no "deberá", precisamente para mantener la facultad fiscalizadora de la Dirección de Obras. Por esa misma razón, añadió, si bien se crea la figura del supervisor también se mantiene la posibilidad de que los inspectores municipales puedan inspeccionar una obra.
Posteriormente, los representantes del Ministerio de Vivienda y Urbanismo sugirieron una nueva
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redacción que sustituye el inciso segundo del articulo 116, por los siguientes:
"Los Directores de Obras Municipales
otorgarán los permisos de construcción previo pago de los derechos que procedan. Para su otorgamiento, será de responsabilidad exclusiva del Director de Obras Municipales verificar que los proyectos cumplan con las disposiciones relativas a obras de urbanización, uso de suelo, volumen y emplazamiento de las edificaciones, según lo establecido en la presente ley y su Ordenanza, asi como en los Planes Reguladores y en las Ordenanzas Locales
En lo que se refiere al resto de los
requisitos exigidos por los mencionados textos, si la solicitud de permiso de construcción, contiene el informe favorable de un revisor independiente a que se refiere el articulo 116 bis, el Director de Obras Municipales podrá otorgar el permiso sin más trámite y con el sólo mérito de dicho informe. Tratándose de un proyecto referido a una sola vivienda, el Director de Obras Municipales podrá otorgar el permiso sin más trámite y con el solo mérito de una declaración jurada del arquitecto proyectista, en el que éste certifique el cumplimiento de dichos requisitos. Si la solicitud de permiso de construcción se refiere a edificios de uso público, la revisión completa será de responsabilidad exclusiva del Director de Obras Municipales.".
El señor Subsecretario de Vivienda y
Urbanismo explicó que la redacción de esta disposición busca establecer una responsabilidad exclusiva respecto a las Direcciones de Obras Municipales, en lo que se refiere a los aspectos más significativos de un
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proyecto y, por otra parte, consagrar el mecanismo de revisores independientes o la confección de informes anexos a la solicitud de permiso. Indicó que se persigue consagrar un mecanismo expedito para el caso de proyectos referidos a una sola vivienda, en el que predomina la responsabilidad del arquitecto proyectista, advirtiendo que esto no operará para el caso de edificios de uso público, por cuanto éstos requieren un tratamiento más particular y especifico. Parece poco adecuado, concluyó, usar el mecanismo de la delegación con informes técnicos en lo que se refiere a este último tipo de construcciones.
El Honorable Senador don Arturo Frei
comentó que el inciso primero del articulo 116, hace responsable exclusivamente al Director de Obras de revisar los proyectos, o sea, la responsabilidad legal se le entrega absolutamente a éste. En el caso del inciso segundo, añadió, cuando hay un informe favorable de los revisores independientes podrá otorgar el permiso sin más trámite, para ser consecuente con el inciso primero.
Prosiguió señalando que, a pesar de lo
dicho, la responsabilidad siempre se le entrega al Director de Obras y, pareciera que es facultativa su aceptación, ya que se utiliza la expresión "podrá".
Los representantes del Ejecutivo explicaron que la idea contenida en el inciso primero es precisar cuáles son los aspectos del proyecto de responsabilidad exclusiva indelegable y que corresponde a lo denominado el envolvente de la construcción.
Agregaron que existe una serie de otros aspectos de muy compleja revisión que están fuera del
envolvente, puesto que tienen menos incidencia respecto del barrio, de la ciudad, del entorno, pero que también son muy importantes.
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Añadieron que la palabra  "podrá"  se
dejó establecida porque la Dirección de Obras debe tener la posibilidad de ejercer su labor fiscalizadora, establecida en la Ley General de Urbanismo y Construcciones y en la Ley Orgánica de Municipalidades.
El  Honorable  Diputado  señor  Carlos
Montes expresó que respecto a las ampliaciones, tal como se plantea, el envolvente también tendría que ser revisado en las Direcciones de Obras, lo que retrasarla todo el proceso.
Planteó, asimismo, que se considerara la posibilidad de incluir la definición de edificios de uso público, para no dar lugar a dudas al respecto.
Los representantes del Ejecutivo señalaron que se decidió no hacer algo especial con las ampliaciones, ya que si son proyectos que afectan a varias unidades, tendrán el tratamiento de los revisores externos y si es de una unidad tendrá el tratamiento del proyectista. Explicaron que en todos los casos se ve el envolvente, porque, incluso tratándose de ampliaciones hay aspectos comunes del envolvente que pueden ser muy importantes, por ejemplo, en situaciones de obras muy pequeñas se puedan construir dos o tres pisos sobre una vivienda y con ello se podría afectar al vecino.
Respecto  de  los  edificios  de  uso
público, sugirieron que se puede usar la definición que está  en  la  Ordenanza  General  de  Urbanismo  y
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Construcciones, en el Capitulo de definiciones, que expresa que edificio público es "aquel en donde se reúne habitualmente un gran número de personas, a saber: oficinas públicas, establecimientos de educación, bancos, bibliotecas, museos, teatros, cines, iglesias, centros comerciales y otros análogos.".
El  Honorable  Diputado  señor  Carlos
Montes insistió que se quiere suprimir el concepto de Estado que filtra todo y evitar una Dirección de Obras que tiene que controlar en demasía, debiéndose para este efecto liberalizar algunas actuaciones y concentrar el trabajo de las Direcciones de Obras en el ámbito de los edificios de uso público.
El señor Subsecretario de Vivienda y
Urbanismo añadió que en el proyecto se hace referencia tanto a una obra nueva como a una ampliación y el uso genérico del concepto "proyecto" seria el adecuado. La idea de poder considerar construcciones menores y asociar a ellas una ampliación llevaría necesariamente a tener que definir, por ejemplo, que una ampliación es a lo más el 50% de la construcción preexistente o utilizar algún tipo de referencias que pueden implicar márgenes de arbitrariedad. Indicó que el Ejecutivo también propicia que aquellos aspectos que van más allá de la edificación y que afectan al barrio y la ciudad, deben ser cautelados por la Dirección .de Obras aun en casos de ampliación.
Agregó que, en general, los problemas que han sucedido no sólo en Chile, sino que en otros países respecto de incendios con consecuencias fatales, no tienen nada que ver con el problema del proyecto de la obra, sino que más bien con el uso, o sea, el hecho de que, por ejemplo, se construyan vías de evacuación,
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pero que dichas vías estén cerradas cuando se produzca un siniestro.
El  Honorable  Diputado  señor  Víctor
Pérez consultó al señor Subsecretario sobre el uso de la expresión "podrá", en esta norma, en cuanto dice relación directa con las facultades fiscalizadoras de las Direcciones de Obras.
Opinó  que  el  uso  de  esta  fórmula
permite revisar todo y, por lo tanto, el esfuerzo de agilización que se busca, en la práctica se perderla. Una segunda dificultad que puede presentarse, añadió, se refiere al problema de la transparencia: por qué a una determinada obra se le dio el permiso sin más trámite y a otra no.
Expresó su acuerdo con la idea de que
el Director de Obras tenga la responsabilidad exclusiva en todo lo relativo al envolvente, es decir, obras de urbanización, uso de suelo, volumen y emplazamiento, y en los edificios de uso público, y abogó porque esa responsabilidad no se extienda a las otras obras, sin perjuicio de la facultad del Director de Obras para fiscalizar.
Los   representantes   del   Ejecutivo
manifestaron que la palabra "podrá" es mucho más clara por cuanto consagra una facultad, mientras que las expresiones "aceptará" o "deberá" pueden ser interpretadas en el sentido de que el Director de Obras, por aplicación de ellas, eluda sus responsabilidades. Conforme a ello, agregaron, parece mucho más claro dejar exactamente establecido que corresponde a una facultad. Sobre la fiscalización, expresaron que la idea es que precisamente no tenga que
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ser ejercida solamente respecto del proyecto, sino que también durante la obra o al momento de recibirla. Añadió que efectivamente, por definición, una fiscalización como la que se está fijando es aleatoria, o sea, no es a todos casos ni en todos lo momentos, como sucede en muchos ámbitos.
Seguidamente  el  Honorable  Diputado
señor Víctor Pérez expresó que se está hablando de revisar un trabajo profesional y se estarla dejando una norma demasiado arbitraria, mientras que la inspección, durante la ejecución de la obra, parece más útil para verificar si se están cumpliendo las normas.
El  Honorable  Diputado  señor  Carlos
Montes manifestó compartir el espíritu de lo expuesto por el Diputado señor Pérez, puesto que se quiere terminar con una Dirección de Obras preocupada de todo, porque esa forma de trabajo ya no funciona frente a la gran cantidad de transformaciones que ocurren en las ciudades. Añadió que sumado a ello existe el propósito de dar mayor responsabilidad a los privados, más autoresponsabilidad y consagrar las consiguientes sanciones para el caso que no cumplan la norma.
Continuó  diciendo  que  sobre  esta
materia existía un tercer aspecto, cual es el de la defensa de los consumidores. Sostuvo que quienes compran casas tienen que ser defendidos, eso es parte de la ley de consumidores, de manera que en este contexto la expresión "podrá" parece indicar que el Director de Obras, frente al que compra casas, va a ser responsable si la casa no está bien, porque podía haberlo detectado y no lo hizo. Subrayó que mejor serla buscar una nomenclatura más neutra, "cursará",
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por ejemplo, y no dejar todo sujeto al criterio del Director.
Añadió el señor Diputado que entre el
otorgamiento del permiso de construcción y la recepción final hay una etapa que, si se usa una fórmula facultativa, permitirá la actuación aleatoria de las Direcciones de Obras, pudiendo detener una construcción y obligando a revisar todo hacia atrás, incluyendo el diseño, y los planos.
Con   posterioridad   y   recogiendo
planteamientos formulados por los integrantes de la Comisión Mixta, los representantes del Ministerio de Vivienda y Urbanismo presentaron una nueva redacción que sustituye el inciso segundo del articulo 116, por los siguientes:
"El Director de Obras Municipales otorgará el permiso de urbanización y/o construcción previo pago de los derechos que procedan. Para su otorgamiento, será de responsabilidad exclusiva del Director de Obras Municipales verificar que los proyectos cumplan con las disposiciones relativas a obras de urbanización, uso de suelo, volumen y emplazamiento de las edificaciones, según lo establecido en la presente ley y su Ordenanza, asi como en los Planes Reguladores y en las Ordenanzas Locales
En lo que se refiere al resto de los requisitos exigidos por los mencionados textos, si la solicitud de permiso de construcción, contiene el informe favorable de un revisor independiente a que se refiere el articulo 116 bis, el Director de Obras Municipales otorgará el permiso sin más trámite y con el sólo mérito de dicho informe. Tratándose de un
68
proyecto referido a una sola vivienda, el Director de Obras Municipales otorgará el permiso sin más trámite con el solo mérito de una declaración jurada del arquitecto proyectista, en el que éste certifique el cumplimiento de dichos requisitos. Si la solicitud de permiso de construcción se refiere a edificios de uso público, la revisión completa será de responsabilidad exclusiva del Director de Obras Municipales.
No  obstante  lo  anterior,  si  en  el
desempeño de la labor señalada en el inciso segundo de este artículo, el Director de Obras Municipales se percatare de que un proyecto que cuenta con el informe favorable de un revisor independiente o con la declaración jurada de un arquitecto proyectista no cumple con los requisitos a los que alude el inciso tercero, denegará el permiso y pondrá los antecedentes en conocimiento de quien corresponda para los efectos previstos en los artículos 20 y 116 bis de la presente ley.".
El  Honorable  Diputado  señor  Carlos
Montes expresó que el proyecto de ley -como ya se ha dicho- pretende, por una parte, regular la responsabilidad por la calidad de la construcción y, por otra, modernizar las Direcciones de Obras, añadiendo que en el artículo en discusión se norma el punto vital de las Direcciones de Obras, provocando un cambio general en la ley y en la Ordenanza.
Agregó que es partidario de desregular
la mayor cantidad de situaciones posibles, pero, específicamente, sobre los proyectos referidos a una sola vivienda opinó que debiera darse aun más libertad, exigiendo la declaración jurada del arquitecto
69
proyectista que certifique el cumplimiento de las exigencias, porque eso permite iniciar la construcción, sin perjuicio de que, posteriormente, la Dirección de Obras puede objetar siempre, porque está facultada para ello.
Añadió que en cuanto a los proyectos de
más de una vivienda, agregaría una memoria o archivo de las revisiones referidas a la recepción, ya que debe existir sanción tanto para el que ordena la construcción como para el profesional que está a cargo de ella.
Unido a la idea anterior,  el  señor
Diputado, manifestó preocupación respecto a que en el proyecto de ley sobre consumidores no se asume la defensa del consumidor que compra una casa.
Destacó,   también,   que   su   mayor
preocupación gira en torno a los edificios de uso público, donde el primer problema es definirlos con precisión.
Prosiguió expresando su conformidad en cuanto a que la Dirección de Obras Municipales debiera revisar solamente el envolvente de un proyecto, tanto en cuanto a los permisos como a la recepción. Si es que se establece la obligación de contratar un seguro de calidad, se puede acotar al envolvente, pero si aquel no existe constituye un gran riesgo.
En cuanto a los edificios de uso público, manifestó preocupación por la frase siguiente: "la revisión completa será de responsabilidad exclusiva del Director de Obras Municipales", puesto que debe dejarse, aseveró, claramente precisada la
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responsabilidad del privado. Los mejores ejemplos son los edificios de supermercados construidos a la rápida. Por ello es interesante, expresó, el tema del seguro.
Finalmente, se refirió a la gran cantidad de tiempo y de energía que las Direcciones de Obras dedican a los talleres, al comercio, a las pequeñas industrias y materias que no pueden quedar reguladas por las normas del proyecto de ley en análisis. Hizo hincapié en que esto último constara en la historia de la ley.
Seguidamente,  el  Honorable  Diputado
señor Víctor Pérez opinó que era negativo entregarle la responsabilidad exclusiva, en el caso de los edificios de uso público, a las Direcciones de Obras, porque del intercambio de ideas habido en la Comisión se ha concluido que la responsabilidad final recaiga en quienes ordenan la construcción y los profesionales que trabajan en ella. Respecto al resto de las innovaciones al artículo 116 estimó que correspondían a lo discutido.
El Honorable Senador don Arturo Frei resumió los puntos de disconformidad que se desprenden de lo manifestado por los señores Diputados Carlos Montes y Víctor Pérez en los siguientes: responsabilidad de los particulares, la que no se establece con claridad; la participación de los Directores de Obras en todas las etapas y el problema de los edificios de uso público.
Los   representantes   del   Ejecutivo
afirmaron que el texto propuesto para completar el artículo 116 libera a las Direcciones de Obras de una parte muy sustantiva de lo que es su actual labor, al
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obligarlas a concentrarse en el envolvente de una construcción, esto es, lo que afecta a su entorno y, por supuesto, en lo relativo a los edificios de uso público. Lo anterior, añadieron, es para permitir.que realicen otras labores, entre ellas la de fiscalización.
Sobre las edificaciones de uso público  indicaron que debe tenerse presente que lo establecido respecto a las Direcciones de Obras, en el sentido que revisan el conjunto de la obra y no sólo el entorno, no significa innovación en cuanto a su responsabilidad.
El  señor Ministro de  la Vivienda y
Urbanismo expresó que en el tema de los seguros no se cuenta con el respaldo ni de las compañías de seguros ni de las empresas constructoras.
La asesora jurídica del Ministerio de
Vivienda y Urbanismo informó a la Comisión que en el inciso 32 del articulo 116 propuesto, en lo relativo a las declaraciones juradas, se hace referencia al artículo 20 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, que reglamenta las multas y también los hechos que pueden ser constitutivos del delito tipificado en el artículo 210 del Código Penal.
Añadió que si el error cometido por un
profesional es mínimo sería suficiente sanción la multa, pero si su accionar es doloso podría ser sancionado penalmente.
En cuanto al revisor independiente, señaló que la sanción está prevista en las normas relativas al Registro.
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La   sugerencia  del   Ministerio   de
Vivienda y Urbanismo, que intentaba recoger lo propuesto en los N^s. 7) y 8) del Senado y la disposición aprobada en el NS 7) de la Cámara de Diputados, que corresponde al NS 9) aprobado por el Senado, fue resuelta al considerar la proposición formulada por S.E. el Presidente de la República para resolver las divergencias entre ambas Cámaras, como se indicará posteriormente.
000
El   Senado,   en   segundo   trámite constitucional intercaló el siguiente Nº 10) , nuevo:
"10) Agrégase el siguiente articulo 144
bis:
"Articulo 144 bis.- El Ministerio
de Vivienda y Urbanismo podrá disponer que en las viviendas que cuenten con financiamiento estatal para su construcción o adquisición exista una adecuada supervisión técnica de las obras o garantía sobre la calidad de la construcción en la forma que el Reglamento determine.".
La H. Cámara de Diputados, en tercer
trámite constitucional, rechazó la intercalación propuesta.
Vuestra Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Alberto Cooper, Sergio Diez y Arturo Frei y Honorables Diputados señores José Makluf, Carlos
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Montes y Víctor Pérez, rechazó el Nº 10) aprobado por el Senado, en atención a que la materia sobre la que versa se encuentra contenida en la modificación ya efectuada para el articulo 25 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.
000
En este punto del tratamiento de la
iniciativa legal, S.E. el Presidente de la República formuló una proposición, como forma y modo de resolver las dificultades surgidas durante la discusión, que engloba las materias tratadas y pretende -como se señaló- salvar las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras durante el tratamiento del proyecto en estudio.
Dicha  proposición  está  referida  al
último texto aprobado durante la tramitación, que es el del Senado, y es del siguiente tenor:
"Al Artículo único:
1º Para incorporar, antes del numeral
1), los siguientes numerales 1) y 2), nuevos, pasando los actuales numerales 1) a 6) inclusives, a ser numerales 3) a 8), respectivamente:
"1) Para reemplazar el artículo 4º por
el siguiente:
"ARTICULO   4º.-   Al   Ministerio   de
Vivienda y Urbanismo corresponderá, a través de la División de Desarrollo Urbano, impartir criterios uniformes para la aplicación de las disposiciones de esta Ley y su Ordenanza General, mediante Circulares, las que se mantendrán a disposición de cualquier
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interesado. Asimismo, a través de las Secretarias Regionales Ministeriales, deberá supervigilar las disposiciones legales, reglamentarias, administrativas y técnicas sobre construcción y urbanización e interpretar las disposiciones de los instrumentos de planificación territorial.1'.
2) Para contemplar en el artículo 12 las siguientes modificaciones:
a) Suprimir las expresiones ", en segunda instancia11
b)Para agregar a continuación del (.) final que pasa a ser (,) las siguientes expresiones:
"aplicándose en este caso el procedimiento previsto en el articulo 118.".M.
22 para contemplar en el articulo 15 propuesto por el numeral 1), que pasa a ser numeral 3), del artículo las siguientes modificaciones:
a)    Reemplazar    las    expresiones:
"Director de Obras o Asesor Urbanista11 por "algún funcionario'' .
b) Para agregar al final del inciso
único del artículo 15 del proyecto las expresiones y trasladar el punto final al término de las mismas: "y al Consejo Municipal, para su conocimiento.11.
3º Para reemplazar el texto propuesto
para el artículo 18 por el numeral 2), que pasa a ser numeral 4), por el siguiente:
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''ARTICULO 18.- El propietario primer
vendedor de una construcción será responsable por todos los daños y perjuicios que provengan de fallas o defectos en ella, sea durante su ejecución o después de terminada, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra de quienes sean responsables de las fallas o defectos de construcción que hayan dado origen a los daños y perjuicios.
Los proyectistas serán responsables por
los errores en que hayan incurrido, si de estos se han derivado daños y perjuicios.
Sin perjuicio de lo establecido en el
Nº 3 del artículo 2003 del Código Civil, los constructores serán responsables por las fallas, errores o defectos en la construcción, incluyendo las obras ejecutadas por subcontratistas y el uso de materiales o insumos defectuosos, sin perjuicio de las acciones legales que puedan interponer a su vez en contra de los proveedores, fabricantes y subcontratistas.
Las personas jurídicas serán solidariamente responsables con el profesional competente que actúe por ellas como proyectista o constructor respecto de los señalados daños y perjuicios.
El propietario primer vendedor estará
obligado a incluir en la escritura pública de compraventa, una nómina que contenga la individualización de los proyectistas y constructores a quienes pueda asistir responsabilidad de acuerdo al presente articulo. Tratándose de personas jurídicas
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deberá individualizarse a sus representantes legales. Las condiciones ofrecidas en la publicidad se entenderán incorporadas al contrato de compraventa. Los planos y las especificaciones técnicas, definitivos, como asimismo el Libro de Obras a que se refiere el artículo 143, se mantendrán en un archivo en la Dirección de Obras Municipales a disposición de los interesados.
La responsabilidad civil a que se refiere este articulo, tratándose de personas jurídicas que se hayan disuelto, se hará efectiva respecto de quienes eran sus representantes legales a la fecha de celebración del contrato.
Las acciones para hacer efectivas las
responsabilidades a que se refiere este articulo prescribirán en cinco años, contados desde la fecha de la recepción definitiva de la obra por parte de la Dirección de Obras Municipales.'' .
4º Para suprimir el inciso final del
artículo 19, propuesto por el numeral 3), que pasa a ser numeral 5).
5º Para reemplazar el texto propuesto
para el artículo 20, por el numeral 4) que pasa a ser numeral 6), por el siguiente:
“ARTICULO 20.- Toda infracción a las
disposiciones de esta ley, a su ordenanza general y a los instrumentos de planificación territorial que se apliquen en las respectivas comunas, será sancionada con multa, a beneficio municipal, no inferior a un 0,5% 
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ni superior al 20% del presupuesto de la obra, a que se refiere el artículo 126 de la presente ley. En caso de no existir presupuesto, el juez podrá disponer la tasación de la obra por parte de un perito o aplicar una multa que no será inferior a una ni superior a cien unidades tributarias mensuales. Todo lo anterior es sin perjuicio de la paralización o demolición de toda o parte de la obra, según procediere, a menos que el hecho sea constitutivo de delito o tenga una sanción especial determinada en esta ley o en otra.
La municipalidad que corresponda, la Secretaria Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva o cualquier persona podrá denunciar ante el Juzgado de Policía Local correspondiente, el incumplimiento de las disposiciones aludidas en el inciso anterior. La denuncia deberá ser fundada y acompañarse de los medios probatorios de que se disponga.
Las   acciones   relativas    a    las
infracciones a que se refiere este articulo, prescribirán en el término de un año contado desde la recepción de la obra.11.
6º  Para  contemplar  las  siguientes
modificaciones en el articulo 21 propuesto por el numeral 5) que pasa a ser numeral 7):
a) Reemplazar en el inciso primero las
expresiones:  "a la fecha de la disolución”  por la expresión "a la fecha de la infracción”.”
b) Suprimir el inciso segundo.
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7º Para contemplar como articulo 25 el
siguiente texto y dejar sin efecto la derogación respecto de él establecida por el numeral 6) que pasa a ser numeral 8):
"ARTICULO   25.-   El   Ministerio   de
Vivienda y Urbanismo, respecto de las viviendas que cuenten con financiamiento estatal para su construcción o adquisición, deberá disponer, para cada programa, en la forma que el respectivo reglamento determine, los mecanismos que aseguren la calidad de la construcción.
En estos mismos casos, los Servicios de
Vivienda y Urbanización, directamente o a través de terceros, podrán hacerse parte en las causas a que dieren lugar las acciones a que se refiere el inciso final del articulo 18.".
8º  Intercálase  a  continuación  del
actual numeral 6), que pasa a ser 8), los siguientes numerales 9) y 10), nuevos, pasando el actual numeral 6 bis) a ser numeral 11):
"9)   Para   agregar   los   siguientes incisos sexto y séptimo nuevos al articulo 116:
"La Dirección de Obras Municipales, a
petición del interesado, emitirá un certificado de informaciones previas que contenga las condiciones aplicables al predio respectivo de acuerdo con las normas urbanísticas derivadas del instrumento de planificación territorial respectivo. El certificado 
mantendrá su validez mientras no se modifiquen las
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normas urbanísticas respectivas o las normas legales o reglamentarias pertinentes.
Sin perjuicio de lo anterior,  podrán
someterse a la aprobación del Director de Obras Municipales, anteproyectos de loteos y de obras de construcción. A la solicitud respectiva deberán acompañarse los antecedentes exigidos por la Ordenanza General. El anteproyecto aprobado mantendrá su vigencia respecto de las condiciones urbanísticas del instrumento de planificación territorial respectivo consideradas en dicho anteproyecto y con las que este se hubiere aprobado, para los efectos de la obtención del permiso respectivo, durante el plazo que determine la Ordenanza General.
10) Para contemplar como artículos 116 Bis y 116 Bis A), nuevos los siguientes:
"ARTICULO 116 Bis.- Los propietarios
que presenten una solicitud de permiso de construcción y de recepción definitiva de obras, podrán contratar un revisor independiente, persona natural o jurídica con inscripción vigente en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.
En el cumplimiento de su cometido, los
revisores independientes deberán verificar que los anteproyectos, proyectos y obras cumplen con todas las disposiciones legales y reglamentarias, debiendo emitir los informes que se requieran para tal efecto. Con todo, los revisores independientes no verificarán el cálculo de estructuras, que será de exclusiva responsabilidad de sus proyectistas.
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El  reglamento que  se dicte para  el
registro a que se refiere el inciso ' primero, establecerá los requisitos de inscripción, las causales de inhabilidad, de incompatibilidad y de amonestación, suspensión y eliminación del registro por incumplimiento de sus obligaciones. Sin perjuicio de dichas sanciones los revisores independiente serán subsidiariamente responsables con los proyectistas, salvo por aquellos aspectos cuya revisión de acuerdo al inciso primero del articulo 116 bis A) competen al Director de Oras Municipales.
''ARTICULO 116 Bis A).- No obstante lo
dispuesto en el inciso segundo del articulo 116, si a la solicitud de permiso de construcción se acompaña el informe favorable de un revisor independiente a que se refiere el articulo 116 Bis, el Director de Obras Municipales otorgará el permiso previa verificación que el proyecto cumple con las disposiciones relativas a obras de urbanización, cesiones de terrenos, uso de suelo, superficie, forma y emplazamiento de las edificaciones y demás exigencias urbanísticas que determine la Ordenanza General. Tratándose de un proyecto referido a una sola vivienda, o a una o más viviendas progresivas o infraestructuras sanitarias, el informe antes mencionado podrá ser emitido por el arquitecto proyectista bajo declaración jurada. En los casos a que alude este inciso, los derechos municipales a que se refiere el articulo 130 se reducirán en un 30%.
Si la solicitud de permiso se refiere a
edificios de uso público, el Director de Obras Municipales deberá revisar todos los aspectos señalados en el inciso segundo del articulo 116.
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Si se hubiese aprobado previamente un anteproyecto y el revisor independiente o el arquitecto proyectista, según corresponda, incluye en el informe a que alude el inciso primero de este articulo, la circunstancia de que el proyecto se ajusta íntegramente al anteproyecto aprobado por el Director de Obras Municipales, éste último omitirá la verificación de los antecedentes señalados en dicho inciso y otorgará sin más trámite el permiso.
Con todo, si el Director de Obras Municipales se percatare que un proyecto que cuenta con el informe favorable de un revisor independiente o del arquitecto proyectista no cumple con las disposiciones legales y reglamentarias, denegará el permiso y pondrá los antecedentes en conocimiento de quien corresponda para los efectos previstos en los artículos 20 y 116 Bis de la presente ley.".
9º Para modificar el articulo 118 propuesto por el numeral 6 bis), que pasa a ser numeral 11), por el siguiente:
ARTICULO 118.- La Dirección de Obras Municipales tendrá un plazo de 30 días, contados desde la presentación de la solicitud, para pronunciarse sobre los permisos de construcción.
Dicho plazo se reducirá a 15 días, si a la solicitud de permiso se acompañare el informe favorable de un revisor independiente o del arquitecto proyectista en su caso.
Si cumplidos dichos plazos no hubiere pronunciamiento por escrito sobre el permiso o éste
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fuere denegado, el interesado podrá reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. La Secretaría Regional Ministerial, dentro de los 3 días hábiles siguientes a la recepción del reclamo, deberá solicitar a la Dirección de Obras Municipales que dicte su resolución, si no se hubiere pronunciado o evacué el informe correspondiente en el caso de denegación del permiso. La Dirección de Obras Municipales dispondrá de un plazo de 15 días para evacuar el informe o dictar la resolución, según corresponda. En este último caso y vencido este nuevo plazo sin que aún hubiere pronunciamiento, se entenderá denegado el permiso.
Denegado el permiso por la aludida Dirección, sea expresa o presuntivamente, la Secretaría Regional, dentro del plazo de 15 días hábiles, deberá pronunciarse sobre el reclamo y si fuere procedente ordenará que se otorgue en tal caso, el permiso, previo pago de los derechos.
El interesado tendrá el plazo fatal de 30 días para deducir el reclamo a que se refiere este artículo, contado desde la fecha en que se denegare expresamente el permiso o en que venza el plazo para pronunciarse.
10º Para intercalar, a continuación del actual numeral 6 bis), que pasa a ser numeral 11), el siguiente numeral 12), nuevo:
12) Para agregar el siguiente inciso cuarto nuevo al artículo 126:
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"Las Direcciones de Obras Municipales
podrán disponer que, al momento de ingresar una solicitud de aprobación de anteproyecto o de permiso, se consigne un monto no superior al 10% del valor del derecho municipal a cancelar conforme al artículo 130. Dicho monto se descontará al momento del pago del permiso.'' .
11º
Para  introducir  las  siguientes.
modificaciones  al
articulo  142,  propuesto  por  el
numeral 7) que pasa
a ser numeral 13):
a) Reemplazar el inciso primero por el siguiente:
"ARTICULO 142.- Corresponderá a la Dirección de Obras Municipales fiscalizar las obras de edificación y de urbanización que se ejecuten dentro de la comuna, como asimismo el destino que se dé a los edificios. " .
b) Reemplazar en el inciso tercero, nuevo, las expresiones "asesores externos" por las expresiones "revisores independientes".
c) Agregar en el inciso tercero, nuevo, entre las expresiones "tendrán" y "libre" la exprés ion ''igualmente''.
d) Agregar el siguiente inciso cuarto, nuevo:
"Asimismo, después de recepcionadas las obras corresponderá a las Direcciones de Obras
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Municipales fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre seguridad y conservación de las edificaciones.".
12º  Para  introducir  las  siguientes
modificaciones en el articulo 143, propuesto por el numeral 8) que pasa a ser numeral 14):
a) Reemplazar el inciso primero del artículo 143:
ARTICULO 143.- Durante la ejecución de una obra, el constructor a cargo de ella deberá velar porque en la construcción se adopten medidas de gestión y control de calidad para que ésta se ejecute conforme a las normas de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y de la Ordenanza General, y se ajuste a los planos y especificaciones del respectivo proyecto. Terminada la obra, dicho profesional deberá informar las medidas de gestión y de control de calidad adoptadas y certificar que éstas se han aplicado. El propietario podrá designar a una empresa o a un profesional distinto del constructor para el desempeño de la labor señalada en este inciso.".
b)Contemplar como inciso segundo, nuevo, el siguiente:
"Tratándose de edificios de uso público deberá existir una inspección técnica, independiente del constructor, encargada de fiscalizar que la obra se ejecute conforme a las normas de construcción aplicables en la materia y al permiso de construcción aprobado.".
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c) Pasa a ser inciso tercero, el propuesto como inciso segundo:
"Se deberá mantener en el lugar de la
obra, en forma permanente y actualizada, un Libro de Obras, en le cual se consignarán, debidamente firmadas, las instrucciones y observaciones sobre el desarrollo de la construcción, por parte de los profesionales proyectistas, el constructor y el profesional mencionado en el inciso anterior, sin perjuicio de las observaciones que registren los inspectores municipales cuando lo requieran.".
13º Introdúcense las siguientes modificaciones al articulo 144 propuesto por el numeral 9) que pasa a ser numeral 15):
a) Reemplázase el inciso segundo nuevo agregado, por el siguiente:
"En los casos que la obra haya sido informada favorablemente por el revisor independiente o por el arquitecto proyectista, conforme al artículo 116 Bis A), el Director de Obras Municipales, sin perjuicio de las verificaciones que debe efectuar de aquellos aspectos que le competen en forma exclusiva conforme al mismo articulo, y con el mérito de dicho informe que declare que la obra ha sido ejecutada conforme al proyecto aprobado, recepcionará la obra, junto con verificar que se acompañen los certificados relativos a la recepción que fije la Ordenanza General.".
b) Suprimir los incisos primero, tercero, cuarto, quinto y sexto nuevos agregados.
ARTICULO TRANSITORIO NUEVO
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Para  agregar  el  siguiente  artículo transitorio, nuevo, al proyecto:
"ARTICULO      TRANSITORIO.-      Las
modificaciones que se introducen al decreto con fuerza de ley NS 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, por la presente ley, sólo se aplicarán a los permisos que se otorguen con posterioridad a su publicación, salvo que dichas modificaciones requieran ser reglamentadas por la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, en cuyo caso comenzarán a regir simultáneamente con las disposiciones pertinentes de esa Ordenanza General. Las normas relativas a los revisores independientes entrarán en vigencia conjuntamente con el Reglamento que cree el Registro correspondiente. " .
Vuestra Comisión Mixta, considerando que la proposición del Primer Mandatario, recién transcrita, aborda las materias tratadas durante la discusión e incorpora las ideas surgidas en el seno de la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Alberto Cooper, Sergio Diez y Arturo Frei y Honorables Diputados señores José Makluf, Carlos Montes y Víctor Pérez, acordó reabrir el debate sobre las disposiciones ya aprobadas y considerar en su conjunto la ref.erida proposición, aprobándola, con las siguientes modificaciones, por la misma unanimidad recién referida, salvo en cuanto a la modificación 3:
1.-  Reemplazar  en  el  articulo  42, contenido en el Nº 1 de la proposición presidencial la
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expresión "criterios uniformes" por "las instrucciones ".
2.- Sustituir el artículo 15, a que hace referencia el Nº 22 de la proposición, por el siguiente:
"Articulo  15.-  Si  la  División  de
Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, o las Secretarias Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, en el desempeño de sus labores o por denuncia fundada de cualquier persona, tuvieren conocimiento de que algún funcionario, en el ejercicio de sus funciones, ha contravenido las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general o de aquellas contenidas en los instrumentos de planificación territorial vigentes en la comuna, deberán solicitar la instrucción del correspondiente sumario administrativo a la Contraloría General de la República, debiendo informar de ello al Alcalde respectivo, para los efectos legales a que haya lugar y al Concejo Municipal, para su conocimiento.".
3.- Considerar la modificación, ya aprobada por la Comisión Mixta al articulo 17, con la votación para ella señalada, agregando en la enumeración de profesionales que señala dicho articulo a los ingenieros constructores.
4.- Reemplazar el articulo 19, a que hace referencia el Nº 4 de la proposición, por el siguiente:
"Articulo  19.-   Las  causas  a  que
dieren lugar las acciones a que se refiere el inciso final del articulo 18, se tramitarán conforme con las
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reglas del procedimiento sumario establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil.
Con todo, las partes podrán someter las controversias a la resolución de un árbitro de derecho que, en cuanto al procedimiento, tendrá las facultades de arbitrador a que se refiere el artículo 223 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro deberá ser designado por el juez letrado competente y tener, a lo menos, cinco años de ejercicio profesional.11.
5.-  Reemplazar  en  el  inciso  sexto,
nuevo, que se agrega al articulo 116, por el Nº 82 de la proposición, la palabra "respectivo" que figura en primer lugar por "de que se trate" y eliminar, en este mismo inciso, la expresión "respectivas o las normas'' , agregando una coma (,) a continuación de la palabra "urbanísticas".
6.- Reemplazar en el inciso final del artículo 20, contenido en el Nº 5º de la proposición, el plazo de prescripción de un año por dos años.
7.- Agregar al final del inciso primero del artículo 116 Bis, contenido en el Nº 10) de la proposición lo siguiente: "En el caso que el permiso de construcción o la recepción definitiva de obras se refieran a edificios de uso público será obligatoria la contratación de un revisor independiente.".
8.- Eliminar la frase final del inciso tercero del artículo 116 Bis, contenido en el N9 10) de la proposición, pasando la coma(,) que la antecede a ser punto final (.). Dicha frase es del siguiente tenor: "salvo por aquellos aspectos cuya revisión de
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acuerdo al inciso primero del artículo 116 Bis A) competen al Director de Obras Municipales.".
9.-  Suprimir  en  el  inciso  cuarto,
nuevo, agregado por la letra d) del Nº n de la proposición, la expresión "corresponderá a" e intercalar el vocablo "podrán" entre las palabras "Municipales" y "fiscalizar".
10.- Intercalar en el inciso primero
del artículo 144, que se modifica por el Nº 13 de la proposición, entre las expresiones "supervisor" y "solicitará" lo siguiente: ",en su caso," y eliminar, en el mismo inciso, la frase "una inspección final de ella y" .
11.- Eliminar en el inciso segundo,
nuevo, agregado, al artículo 144, por la letra a) del Nº 13 de la proposición, las expresiones "en forma exclusiva" y agregar después del punto final del mencionado inciso segundo lo siguiente: "Asimismo, la Dirección de Obras Municipales podrá, dentro del plazo de dos años contado desde dicha recepción, verificar que la ejecución del proyecto se ha efectuado fielmente a éste.''.
12.- Rechazar las letras b) y c) del Nº 7 de la proposición del Senado y además, como se señaló anteriormente, rechazar el ns 10, nuevo, agregado por el Senado.
13.- Reemplazar el artículo transitorio contenido en la proposición, por otro del siguiente tenor:
90
“Artículo transitorio.- La presente ley comenzará a regir noventa días después de su publicación.
Las modificaciones que se introducen por esta ley al decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, sólo se aplicarán a los permisos que se otorguen con posterioridad a su vigencia.".
Sin perjuicio de la aprobación de la proposición y sus modificaciones, el H. Diputado señor Carlos Montes solicitó dejar constancia de su opinión en el sentido de que cuando se presenta un anteproyecto -en los términos señalados en el inciso final, nuevo, agregado al artículo 116- y es aprobado pasa a formar parte del proyecto, es decir, el anteproyecto aprobado sería una etapa del proyecto definitivo. Expresó, además, que las modificaciones que se están efectuando, a través de la presente iniciativa, a la Ley General de Urbanismo y Construcciones son medulares y que, sin perjuicio de la agilización que pudieran significar en la tramitación de permisos y recepción de obras, no se puede descartar la posibilidad de que su aplicación se enfrente con problemas de orden práctico.
En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de efectuaros la siguiente proposición, como forma y modo de resolver las diferencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional:
91
-Considerar como Nº 1) del Artículo único, el siguiente:
"1) Reemplazar el articulo 4º, por el siguiente:
"Artículo 4º.- Al Ministerio de Vivienda y Urbanismo corresponderá, a través de la División de Desarrollo Urbano, impartir las instrucciones para la aplicación de las disposiciones de esta Ley y su Ordenanza General, mediante Circulares, las que se mantendrán a disposición de cualquier interesado. Asimismo, a través de las Secretarías Regionales Ministeriales, deberá supervigilar las disposiciones legales, reglamentarias, administrativas y técnicas sobre construcción y urbanización e interpretar las disposiciones de los instrumentos de planificación territorial.".
-Contemplar como número 2) del artículo único, el siguiente:
"2) Introducir en el artículo 12 las siguientes modificaciones:
a) Suprimir las expresiones ",en segunda instancia,'' .
b) Agregar a continuación del punto final (.) que pasa a ser coma (,) las siguientes expresiones:
"aplicándose en este caso el procedimiento previsto en el artículo 118.".
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-Reemplazar los números 1), 1) bis y 2)
del artículo único, por los siguientes 2 bis), 2 bis A) y 2 bis B):
2 bis) Sustituyese el artículo 15, por el siguiente:
"Artículo  15.-  Si  la  División  de
Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, o las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, en el desempeño de sus labores o por denuncia fundada de cualquier persona, tuvieren conocimiento de que algún funcionario, en el ejercicio de sus funciones, ha contravenido las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general o de aquellas contenidas en los instrumentos de planificación territorial vigentes en la comuna, deberán solicitar la instrucción del correspondiente sumario administrativo a la Contraloría General de la República, debiendo informar de ello al Alcalde respectivo, para los efectos legales a que haya lugar y al Concejo Municipal, para su conocimiento.".
2 bis A) Sustituyese el artículo 17, por el siguiente:
"Artículo 17.- Para los efectos de la presente ley, son arquitectos, ingenieros civiles, ingenieros constructores y constructores civiles, las personas que se encuentran legalmenuJ habilitadas para ejercer dichas profesiones.
La intervención de estos profesionales en una construcción requerirá acreditar que cuentan con
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patente vigente en la comuna de su residencia o trabajo habitual.".
2 bis B) Reemplázase el artículo 18, por el siguiente:
"Artículo 18.- El propietario primer vendedor de una construcción será responsable por todos los daños y perjuicios que provengan de fallas o defectos en ella, sea durante su ejecución o después de terminada, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra de quienes sean responsables de las fallas o defectos de construcción que hayan dado origen a los daños y perjuicios.
Los proyectistas, serán responsables por los errores en que hayan incurrido, si de éstos se han derivado daños o perjuicios.
Sin perjuicio de lo establecido en el Nº 3 del artículo 2003 del Código Civil, los constructores serán responsables por las fallas, errores o defectos en la construcción, incluyendo las obras ejecutadas por subcontratistas y el uso de materiales o insumos defectuosos, sin perjuicio de las acciones legales que puedan interponer a su vez en contra de los proveedores, fabricantes y subcontratistas.
Las personas jurídicas serán solidariamente responsables con el profesional competente que actúe por ellas como proyectista o constructor respecto de los señalados daños y perjuicios.
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El propietario primer vendedor estará obligado a incluir en la escritura pública de compraventa, una nómina que contenga la individualización de los proyectistas y constructores a quienes pueda asistir responsabilidad de acuerdo al presente artículo. Tratándose de personas jurídicas deberá individualizarse a sus representantes legales. Las condiciones ofrecidas en la publicidad se entenderán incorporadas al contrato de compraventa. Los planos y las especificaciones técnicas, definitivos, como asimismo el Libro de Obras a que se refiere el artículo 143, se mantendrán en un archivo en la Dirección de Obras Municipales a disposición de los interesados.
La responsabilidad civil a que se refiere este artículo, tratándose de personas jurídicas que se hayan disuelto, se hará efectiva respecto de quienes eran sus representantes legales a la fecha de celebración del contrato.
Las acciones para hacer efectivas las responsabilidades a que se refiere este artículo prescribirán en cinco años, contados desde la fecha de la recepción definitiva de la obra por parte de la Dirección de Obras Municipales.".
-Considerar como números 3) a 14) del Artículo único, los siguientes:
3) Sustituyese el artículo 19 por el siguiente:
"Artículo 19.- Las causas a que dieren lugar las acciones a que se refiere el inciso final del
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articulo 18, se tramitarán conforme con las reglas del procedimiento sumario establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil.
Con todo, las partes podrán someter las controversias a la resolución de un arbitro de derecho que, en cuanto al procedimiento, tendrá las facultades de arbitrador a que se refiere el articulo 223 del Código Orgánico de Tribunales. El arbitro deberá ser designado por el juez letrado competente y tener, a ló​menos, cinco años de ejercicio profesional.".
4) Reemplázase el articulo 20 por el
siguiente:
"Articulo 20.- Toda infracción a las disposiciones de esta ley, a su ordenanza general y a los instrumentos de planificación territorial que se apliquen en las respectivas comunas, será sancionada con multa, a beneficio municipal, no inferior a un 0,5% ni superior al 20% del presupuesto de la obra, a que se refiere el artículo 126 de la presente ley. En caso de no existir presupuesto, el juez podrá disponer la tasación de la obra por parte de un perito o aplicar una multa que no será inferior a una ni superior a cien unidades tributarias mensuales. Todo lo anterior es sin perjuicio de la paralización o demolición de todo o parte de la obra, según procediere, a menos que el hecho sea constitutivo de delito o tenga una sanción especial determinada en esta ley o en otra.
La municipalidad que corresponda, la Secretarla Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva o cualquier persona podrá denunciar ante el Juzgado de Policía Local correspondiente, el
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incumplimiento de las disposiciones aludidas en el inciso anterior. La denuncia deberá ser fundada y acompañarse de los medios probatorios de que se disponga.
Las acciones relativas a las infracciones a que se refiere este articulo, prescribirán en el término de dos años contado desde la recepción de la obra.".
5) Sustituyese el artículo 21, por el siguiente:
"Articulo 21.-  Las infracciones a las
disposiciones de esta ley, de su ordenanza general y de los instrumentos de planificación territorial serán de conocimiento del Juez de Policía Local respectivo. Tratándose de la responsabilidad de las personas jurídicas se estará a lo dispuesto en el articulo 28 de la ley Nº 18.287. En caso de disolución, mientras está pendiente el plazo de prescripción, las acciones se seguirán en contra de los que eran sus representantes legales a la fecha de la infracción.".
5) bis.- Sustituyese el artículo 25, por el siguiente:
"Artículo 25.- El Ministerio de Vivienda y Urbanismo, respecto de las viviendas que cuenten con financiamiento estatal para su construcción o adquisición, deberá disponer, para cada programa, en la forma que el respectivo reglamento determine, los mecanismos que aseguren la calidad de la construcción.
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En estos mismos casos, los Servicios de Vivienda y Urbanización, directamente o a través de terceros, podrán hacerse parte en las causas a que dieren lugar las acciones a que se refiere el inciso final del artículo 18.".
6) Derógase el artículo 26.
7.- Agréganse los siguientes incisos sexto y séptimo, nuevos, al artículo 116:
"La Dirección de Obras Municipales, a
petición del interesado, emitirá un certificado de informaciones previas que contenga las condiciones aplicables al predio de que se trate, de acuerdo con las normas urbanísticas derivadas del instrumento de planificación territorial respectivo. El certificado mantendrá su validez mientras no se modifiquen las normas urbanísticas, legales o reglamentarias pertinentes.
Sin perjuicio de lo anterior, podrán someterse a la aprobación del Director de Obras Municipales, anteproyectos de loteos y de obras de construcción. A la solicitud deberán acompañarse los antecedentes exigidos por la Ordenanza General. El anteproyecto aprobado mantendrá su vigencia respecto de las condiciones urbanísticas del instrumento de planificación territorial respectivo consideradas en dicho anteproyecto y con las que éste se hubiere aprobado, para los efectos de la obtención del permiso correspondiente, durante el plazo que determine la Ordenanza General.".
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8) Incorpóranse los siguientes artículos 116 Bis y 116 Bis A):
"Articulo 116 Bis.- Los propietarios
que presenten una solicitud de permiso de construcción y de recepción definitiva de obras, podrán contratar un revisor independiente, persona natural o jurídica con inscripción vigente en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. En el caso que el permiso de construcción o la recepción definitiva de obras se refieran a edificios de uso público, será obligatoria la contratación de un revisor independiente.
En el cumplimiento de su cometido, los revisores independientes deberán verificar que los anteproyectos, proyectos y obras cumplen con todas las disposiciones legales y reglamentarias, debiendo emitir los informes que se requieran para tal efecto. Con todo, los revisores independientes no verificarán el cálculo de estructuras, que será de exclusiva responsabilidad de sus proyectistas.
El reglamento que se dicte para el registro a que se refiere el inciso primero, establecerá los requisitos de inscripción, las causales de inhabilidad, de incompatibilidad y de amonestación, suspensión y eliminación del registro por incumplimiento de sus obligaciones. Sin perjuicio de dichas sanciones, los revisores independientes serán subsidiariamente responsables con los proyectistas.
Articulo 116 Bis A).- No obstante lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 116, si a la solicitud de permiso de construcción se acompaña el informe favorable de un revisor independiente a que se
99
refiere el artículo 116 Bis, el Director de Obras Municipales otorgará el permiso previa verificación que el proyecto cumple con las disposiciones relativas a obras de urbanización, cesiones de terrenos, uso de suelo, superficie, forma y emplazamiento de las edificaciones y demás exigencias urbanísticas que determine la Ordenanza General. Tratándose de un proyecto referido a una sola vivienda, o a una o más viviendas progresivas o infraestructuras sanitarias, el informe antes mencionado podrá ser emitido por el arquitecto proyectista bajo declaración jurada. En los casos a que alude este inciso, los derechos municipales a que se refiere el artículo 130 se reducirán en un 30%.
Si la solicitud de permiso se refiere a edificios de uso público, el Director de Obras Municipales deberá revisar todos los aspectos señalados en el inciso segundo del artículo 116.
Si se hubiere aprobado previamente un anteproyecto y el revisor independiente o el arquitecto proyectista, según corresponda, incluye en el informe a que alude el inciso primero de este artículo, la circunstancia de que el proyecto se ajusta íntegramente al anteproyecto aprobado por el Director de Obras Municipales, este último omitirá la verificación de los antecedentes señalados en dicho inciso y otorgará sin más trámite el permiso.
Con todo, si el Director de Obras Municipales se percatare que un proyecto que cuenta con el informe favorable de un revisor independiente o del arquitecto proyectista no cumple con las disposiciones legales y reglamentarias, denegará el permiso y pondrá los antecedentes en conocimiento de quien corresponda
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para los efectos previstos en los artículos 20 y 116 Bis de la presente ley.".
9) Reemplázase el articulo 118, por el siguiente:
"Articulo 118.- La Dirección de Obras Municipales tendrá un plazo de 30 días, contados desde la presentación de la solicitud, para pronunciarse sobre los permisos de construcción.
Dicho plazo se reducirá a 15 días, si a la solicitud de permiso se acompañare el informe favorable de un revisor independiente o del arquitecto proyectista en su caso.
Si cumplidos dichos plazos no hubiere pronunciamiento por escrito sobre el permiso o éste fuere denegado, el interesado podrá reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. La Secretaría Regional Ministerial, dentro de los 3 días hábiles siguientes a la recepción del reclamo, deberá solicitar a la Dirección de Obras Municipales que dicte su resolución, si no se hubiere pronunciado o evacué el informe correspondiente en el caso de denegación del permiso. La Dirección de Obras Municipales dispondrá de un plazo de 15 días para evacuar el informe o dictar la resolución, según corresponda. En este último caso y vencido este nuevo plazo sin que aún hubiere pronunciamiento, se entenderá denegado el permiso.
Denegado el permiso por la aludida Dirección, sea expresa o presuntivamente, la Secretaría Regional, dentro del plazo de 15 días hábiles, deberá pronunciarse sobre el reclamo y si fuere procedente
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ordenará que se otorgue en tal caso, el permiso, previo pago de los derechos.
El interesado tendrá el plazo fatal de 30 días para deducir el reclamo a gue se refiere este artículo, contado desde la fecha en gue se denegare expresamente el permiso o en gue venza el plazo para pronunciarse. " .
10) Agrégase el siguiente inciso cuarto nuevo al artículo 126:
"Las Direcciones de Obras Municipales
podrán disponer gue, al momento de ingresar una solicitud de aprobación de anteproyecto o de permiso, se consigne un monto no superior al 10% del valor del derecho municipal a cancelar conforme al artículo 130. Dicho monto se descontará al momento del pago del permiso. " .
11) Reemplázase el inciso primero del artículo 142, por el siguiente:
"Artículo 142.- Corresponderá a la Dirección de Obras Municipales fiscalizar las obras de edificación y de urbanización gue se ejecuten dentro de la comuna, como asimismo el destino gue se dé a los edificios. " .
12) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, al artículo 142:
"Los revisores independientes a gue se refiere el artículo 116 Bis, tendrán igualmente libre
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acceso a todas las obras de edificación y urbanización que les corresponda informar.
Asimismo, después de recepcionadas las obras, las Direcciones de Obras Municipales podrán fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre seguridad y conservación de las edificaciones.".
13) Reemplázase el artículo 143, por el que se indica a continuación:
''Artículo 143.- Durante la ejecución de una obra, el constructor a cargo de ella deberá velar porque en la construcción se adopten medidas de gestión y control de calidad para que ésta se ejecute conforme a las normas de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y de la Ordenanza General, y se ajuste a los planos y especificaciones del respectivo proyecto. Terminada la obra, dicho profesional deberá informar las medidas de gestión y de control de calidad adoptadas y certificar que éstas se han aplicado. El propietario podrá designar a una empresa o a un profesional distinto del constructor para el desempeño de la labor señalada en este inciso.
Tratándose de edificios de uso público deberá existir una inspección técnica, independiente del constructor, encargada de fiscalizar que la obra se ejecute conforme a las normas de construcción aplicables en la materia y al permiso de construcción aprobado.
Se deberá mantener en el lugar de la obra, en forma permanente y actualizada, un Libro de Obras, en el cual se consignarán, debidamente firmadas,
103
las instrucciones y observaciones sobre el desarrollo de la construcción, por parte de los profesionales proyectistas, el constructor y el profesional mencionado en el inciso anterior, sin perjuicio de las observaciones que registren los inspectores municipales cuando lo requieran.".
14) Introdúcense en el artículo 144, las siguientes modificaciones:
a) Intercálase en su inciso primero entre las expresiones "supervisor" y "solicitará" lo siguiente: ",en su caso," y eliminar, en el mismo inciso, la frase "una inspección final de ella y".
b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero,:
"En los casos que la obra haya sido informada favorablemente por el revisor independiente o por el arquitecto proyectista, conforme al articulo 116 Bis A), el Director de Obras Municipales, sin perjuicio de las verificaciones que debe efectuar de aquellos aspectos que le competen conforme al mismo articulo, y con el mérito de dicho informe que declare que la obra ha sido ejecutada conforme al proyecto aprobado, recepcionará la obra, junto con verificar que se acompañen los certificados relativos a la recepción que fije la Ordenanza General. Asimismo, la Dirección de Obras Municipales podrá, dentro del plazo de dos años contado desde dicha recepción, verificar que la ejecución del proyecto se ha efectuado fielmente a éste. " .
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-Contemplar el siguiente artículo transitorio, nuevo:
"Artículo transitorio.- La presente ley comenzará a regir noventa días después de su publicación.
Las modificaciones que se introducen por esta ley al decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, sólo se aplicarán a los permisos que se otorguen con posterioridad a su vigencia.".
A título meramente informativo, cabe hacer presente que, con la proposición de la Comisión Mixta incorporada, el texto de la iniciativa queda como sigue
"PROYECTO DE LEY:
"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones:
1) Reemplázase el artículo 42, por el siguiente:
"Artículo 42.- Al Ministerio de Vivienda y Urbanismo corresponderá ,, a través de la División de Desarrollo Urbano/ impartir las instrucciones para la aplicación de las disposiciones de esta Ley y su Ordenanza General, mediante Circulares, las que se mantendrán a disposición de cualquier interesado. Asimismo, a través de las Secretarías Regionales Ministeriales, deberá
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supervigilar las disposiciones legales, reglamentarias, administrativas y técnicas sobre construcción y urbanización e interpretar las disposiciones de los instrumentos de planificación territorial.'' .
2) Introdúcense en el artículo 12 las siguientes modificaciones:
a) Suprímense las expresiones '',en segunda instancia,".
b) Agrégase a continuación del punto final (.) que pasa a ser coma (,) las siguientes expresiones:
"aplicándose en este caso el procedimiento previsto en el articulo 118.".
2 bis) Sustituyese el artículo 15, por el siguiente:
"Artículo 15.- Si la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, o las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo, en el desempeño de sus labores o por denuncia fundada de cualquier persona, tuvieren conocimiento de que algún funcionario, en el ejercicio de sus funciones, ha contravenido las disposiciones de esta ley, de su ordenanza general o de aquellas contenidas en los instrumentos de planificación territorial vigentes en la comuna, deberán solicitar la instrucción del correspondiente sumario administrativo a la Contraloría General de la República, debiendo informar de ello al Alcalde respectivo, para los efectos legales a que haya lugar y al Concejo Municipal, para su conocimiento.".
2 bis A) Sustituyese el artículo 17, por el siguiente:
"Artículo 17.- Para los efectos de la presente ley, son arquitectos, ingenieros civiles, ingenieros constructores y constructores civiles, las personas que se encuentran legalmente habilitadas para ejercer dichas profesiones.
La intervención de estos profesionales en una construcción requerirá acreditar que cuentan con patente vigente en la comuna de su residencia o trabajo habitual.".
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2 bis B) Reemplázase el articulo 18, por el siguiente:
"Artículo 18.- El propietario primer vendedor de una construcción será responsable por todos los daños y perjuicios que provengan de fallas o defectos en ella, sea durante su ejecución o después de terminada, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra de quienes sean responsables de las fallas o defectos de construcción que hayan dado origen a los daños y perjuicios.
Los proyectistas, serán responsables por los errores en que hayan incurrido, si de éstos se han derivado daños o perjuicios.
Sin perjuicio de lo establecido en el Nº 3 del articulo 2003 del Código Civil, los constructores serán responsables por las fallas, errores o defectos en la construcción, incluyendo las obras ejecutadas por subcontratistas y el uso de materiales o insumos defectuosos, sin perjuicio de las acciones legales que puedan interponer a su vez en contra de los proveedores, fabricantes y subcontratistas.
Las personas jurídicas serán solidariamente responsables con el profesional competente que actúe por ellas como proyectista o constructor respecto de los señalados daños y perjuicios.
El propietario primer vendedor estará obligado a incluir en la escritura pública de compraventa, una nómina que contenga la individualización de los proyectistas y constructores a quienes pueda asistir responsabilidad de acuerdo al presente articulo. Tratándose de personas jurídicas deberá individualizarse a sus representantes legales. Las condiciones ofrecidas en la publicidad se entenderán incorporadas al contrato de compraventa. Los planos y las especificaciones técnicas, definitivos, como asimismo el Libro de Obras a que se refiere el articulo 143, se mantendrán en un archivo en la Dirección de Obras Municipales a disposición de los interesados.
La responsabilidad civil a que se refiere este articulo, tratándose de personas jurídicas que se hayan disuelto, se hará efectiva respecto de quienes eran sus representantes legales a la fecha de celebración del contrato.
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Las acciones para hacer efectivas las responsabilidades a que se refiere este articulo prescribirán en cinco años, contados desde la fecha de la recepción definitiva de la obra por parte de la Dirección de Obras Municipales.".
3) Sustituyese el artículo 19 por el siguiente:
"Artículo 19.- Las causas a que dieren lugar las acciones a que se refiere el inciso final del articulo 18, se tramitarán conforme con las reglas del procedimiento sumario establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil.
Con todo, las partes podrán someter las controversias a la resolución de un arbitro de derecho que, en cuanto al procedimiento, tendrá las facultades de arbitrador a que se refiere el artículo 223 del Código Orgánico de Tribunales. El arbitro deberá ser designado por el juez letrado competente y tener, a lo menos, cinco años de ejercicio profesional.".
4) Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:
"Artículo 20.- Toda infracción a las disposiciones de esta ley, a su ordenanza general y a los instrumentos de planificación territorial que se apliquen en las respectivas comunas, será sancionada con multa, a beneficio municipal, no inferior a un 0,5% ni superior al 20% del presupuesto de la obra, a que se refiere el artículo 126 de la presente ley. En caso de no existir presupuesto, el juez podrá disponer la tasación de la obra por parte de un perito o aplicar una multa que no será inferior a una ni superior a cien unidades tributarias mensuales. Todo lo anterior es sin perjuicio de la paralización o demolición de todo o parte de la obra, según procediere, a menos que el hecho sea constitutivo de delito o tenga una sanción especial determinada en esta ley o en otra.
La municipalidad que corresponda, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva o cualquier persona podrá denunciar ante el Juzgado de Policía Local correspondiente, el incumplimiento de las disposiciones aludidas en el inciso anterior. La denuncia deberá ser fundada y acompañarse de los medios probatorios de que se disponga.
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Las acciones relativas a las infracciones a que se refiere este artículo, prescribirán en el término de dos años contado desde la recepción de la obra.".
5) Sustituyese el articulo 21, por el siguiente:
"Artículo 21.-  Las infracciones a las
disposiciones de esta ley, de su ordenanza general y de los instrumentos de planificación territorial serán de conocimiento del Juez de Policía Local respectivo. Tratándose de la responsabilidad de las personas jurídicas se estará a lo dispuesto en el artículo 28 de la ley N9 18.287. En caso de disolución, mientras está pendiente el plazo de prescripción, las acciones se seguirán en contra de los que eran sus representantes legales a la fecha de la infracción.".
5) bis.- Sustituyese el articulo 25, por el siguiente:
"Artículo 25.- El Ministerio de Vivienda y Urbanismo, respecto de las viviendas que cuenten con financiamiento estatal para su construcción o adquisición, deberá disponer, para cada programa, en la forma que el respectivo reglamento determine, los mecanismos que aseguren la calidad de la construcción.
En estos mismos casos, los Servicios de Vivienda y Urbanización, directamente o a través de terceros, podrán hacerse parte en las causas a que dieren lugar las acciones a que se refiere el inciso final del artículo 18.".
6) Derógase el artículo 26.
7) Agréganse los siguientes incisos sexto y séptimo, nuevos, al artículo 116:
"La Dirección de Obras Municipales, a petición del interesado, emitirá un certificado de informaciones previas que contenga las condiciones aplicables al predio de que se trate, de acuerdo con las normas urbanísticas derivadas del instrumento de planificación territorial respectivo. El certificado mantendrá su validez mientras no se modifiquen las normas urbanísticas, legales o reglamentarias pertinentes.
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Sin perjuicio de lo anterior, podrán someterse a la aprobación del Director de Obras Municipales, anteproyectos de loteos y de obras de construcción. A la solicitud deberán acompañarse los antecedentes exigidos por la Ordenanza General. El anteproyecto aprobado mantendrá su vigencia respecto de las condiciones urbanísticas del instrumento de planificación territorial respectivo consideradas en dicho anteproyecto y con las gue éste se hubiere aprobado, para los efectos de la obtención del permiso correspondiente, durante el plazo gue determine la Ordenanza General.".
8) Incorpóranse los siguientes artículos 116 Bis y 116 Bis A):
"Artículo 116 Bis.- Los propietarios
gue presenten una solicitud de permiso de construcción y de recepción definitiva de obras, podrán contratar un revisor independiente, persona natural o jurídica con inscripción vigente en un registro gue para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. En el caso gue el permiso de construcción o la recepción definitiva de obras se refieran a edificios de uso 'público, será obligatoria la contratación de un revisor independiente.
En el cumplimiento de su cometido, los revisores independientes deberán verificar gue los anteproyectos, proyectos y obras cumplen con todas las disposiciones legales y reglamentarias, debiendo emitir los informes gue se requieran para tal efecto. Con todo, los revisores independientes no verificarán el cálculo de estructuras, gue será de exclusiva responsabilidad de sus proyectistas.
El reglamento que se dicte para el registro a gue se refiere el inciso primero, establecerá los requisitos de inscripción, las causales de inhabilidad, de incompatibilidad y de amonestación, suspensión y eliminación del registro por incumplimiento de sus obligaciones. Sin perjuicio- de dichas sanciones, los revisores independientes serán subsidiariamente responsables con los proyectistas.".
"Artículo 116 Bis A).- No obstante lo
dispuesto en el inciso segundo del artículo 116, si a la solicitud de permiso de construcción se acompaña el informe favorable de un revisor independiente a gue se refiere el artículo 116 Bis, el Director de Obras Municipales otorgará el permiso previa verificación gue el proyecto cumple con las disposiciones relativas a
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obras de urbanización, cesiones de terrenos, uso de suelo, superficie, forma y emplazamiento de las edificaciones y demás exigencias urbanísticas que determine la Ordenanza General. Tratándose de un proyecto referido a una sola vivienda, o a una o más viviendas progresivas o infraestructuras sanitarias, el informe antes mencionado podrá ser emitido por el arquitecto proyectista bajo declaración jurada. En los casos a que alude este inciso, los derechos municipales a que se refiere el articulo 130 se reducirán en un 30%.
Si la solicitud de permiso se refiere a edificios de uso público, el Director de Obras Municipales deberá revisar todos los aspectos señalados en el inciso segundo del artículo 116.
Si se hubiere aprobado previamente un anteproyecto y el revisor independiente o el arquitecto proyectista, según corresponda, incluye en el informe a que alude el inciso primero de este artículo, la circunstancia de que el proyecto se ajusta íntegramente al anteproyecto aprobado por el Director de Obras Municipales, este último omitirá la verificación de los antecedentes señalados en dicho inciso y otorgará sin más trámite el permiso.
Con todo, si el Director de Obras Municipales se percatare que un proyecto que cuenta con el informe favorable de un revisor independiente o del arquitecto proyectista no cumple con las disposiciones legales y reglamentarias, denegará el permiso y pondrá los antecedentes en conocimiento de quien corresponda para los efectos previstos en los artículos 20 y 116 Bis de la presente ley.".
9) Reemplázase el artículo 118, por el siguiente:
"Artículo 118.- La Dirección de Obras Municipales tendrá un plazo de 30 días, contados desde la presentación de la solicitud, para pronunciarse sobre los permisos de construcción.
Dicho plazo se reducirá a 15 días, si a la solicitud de permiso se acompañare el informe favorable de un revisor independiente o del arquitecto proyectista en su caso.
Si cumplidos dichos plazos no hubiere pronunciamiento por escrito sobre el permiso o éste fuere denegado, el interesado podrá reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de
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Vivienda y Urbanismo. La Secretaría Regional Ministerial, dentro de los 3 días hábiles siguientes a la recepción del reclamo, deberá solicitar a la Dirección de Obras Municipales que dicte su resolución, si no se hubiere pronunciado o evacué el informe correspondiente en el caso de denegación del permiso. La Dirección de Obras Municipales dispondrá de un plazo de 15 días para evacuar el informe o dictar la resolución, según corresponda. En este último caso y vencido este nuevo plazo sin gue aún hubiere pronunciamiento, se entenderá denegado el permiso.
Denegado el permiso por la aludida Dirección, sea expresa o presuntivamente, la Secretaría Regional, dentro del plazo de 15 días hábiles, deberá pronunciarse sobre el reclamo y si fuere procedente ordenará que se otorgue en tal caso, el permiso, previo pago de los derechos.
El interesado tendrá el plazo fatal de 30 días para deducir el reclamo a que se refiere este artículo, contado desde la fecha en que se denegare expresamente el permiso o en que venza el plazo para pronunciarse.
inciso
10)  Agrégase  el  siguiente cuarto, nuevo, al artículo 126:
"Las Direcciones de Obras Municipales podrán disponer que, al momento de ingresar una solicitud de aprobación de anteproyecto o de permiso, se consigne un monto no superior al 10% del valor del derecho municipal a cancelar conforme al artículo 130. Dicho monto se descontará al momento del pago del permiso. " .
11) Reemplázase el inciso primero del artículo 142, por el siguiente:
"Artículo 142.- Corresponderá a la Dirección de Obras Municipales fiscalizar las obras de edificación y de urbanización que se ejecuten dentro de la comuna, como asimismo el destino que se dé a los edificios. " .
incisos
12) Agréganse los siguientes tercero y cuarto, nuevos, al artículo 142:
"Los revisores independientes a que se refiere el artículo 116 Bis, tendrán igualmente libre
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acceso a todas las obras de edificación y urbanización que les corresponda informar.
Asimismo, después de recepcionadas las obras, las Direcciones de Obras Municipales podrán fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre seguridad y conservación de las edificaciones.11.
13) Reemplázase el articulo 143, por el que se indica a continuación:
"Articulo 143.- Durante la ejecución
de una obra, el constructor a cargo de ella deberá velar porque en la construcción se adopten medidas de gestión y control de calidad para que ésta se ejecute conforme a las normas de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y de la Ordenanza General, y se ajuste a los planos y especificaciones del respectivo proyecto. Terminada la obra, dicho profesional deberá informar las medidas de gestión y de control de calidad adoptadas y certificar que éstas se han aplicado. El propietario podrá designar a una empresa o a un profesional distinto del constructor para el desempeño de la labor señalada en este inciso.
Tratándose de edificios de uso público deberá existir una inspección técnica, independiente del constructor, encargada de fiscalizar que la obra se ejecute conforme a las normas de construcción aplicables en la materia y al permiso de construcción aprobado.
Se deberá mantener en el lugar de la obra, en forma permanente y actualizada, un Libro de Obras, en el cual se consignarán, debidamente firmadas, las instrucciones y observaciones sobre el desarrollo de la construcción, por parte de los profesionales proyectistas, el constructor y el profesional mencionado en el inciso anterior, sin perjuicio de las observaciones que registren los inspectores municipales cuando lo requieran.".
14) Introdúcense las siguientes modificaciones:

en el articulo 144,
a) Intercálase en su inciso primero entre las expresiones "supervisor" y "solicitará" lo siguiente: ",en su caso," y eliminase, en el mismo inciso, la frase "una inspección final de ella y".
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b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero,:
"En los casos que la obra haya sido informada favorablemente por el revisor independiente o por el arquitecto proyectista, conforme al artículo 116 Bis A), el Director de Obras Municipales, sin perjuicio de las verificaciones que debe efectuar de aquellos aspectos que le competen conforme al mismo articulo, y con el mérito de dicho informe que declare que la obra ha sido ejecutada conforme al proyecto aprobado, recepcionará la obra, junto con verificar que se acompañen los certificados relativos a la recepción que fije la Ordenanza General. Asimismo, la Dirección de Obras Municipales podrá, dentro del plazo de dos años contado desde dicha recepción, verificar que la ejecución del proyecto se ha efectuado fielmente a éste.".
Artículo transitorio.- La presente ley comenzará a regir noventa días después de su publicación.
Las modificaciones que se introducen por esta ley al decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, sólo se aplicarán a los permisos que se otorguen con posterioridad a su vigencia.11.
Acordado en sesiones celebradas los días 10 de enero, 19 de marzo, 2 y 17 de abril y 7 y 22 de mayo, todas de 1996, con asistencia de sus miembros HH. Senadores señores Sergio Diez Urzúa(Presidente) (Mario Ríos Santander), Alberto Cooper Valencia (Presidente accidental), Carmen Freí Ruiz-Tagle, Arturo Frei Bolívar (Presidente accidental) y Carlos Letelier Bobadilla y Honorables Diputados señores Ramón Elizalde
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Hevia, José Makluf Campos, Carlos Montes Cisternas, Ramón Pérez Opazo y Víctor Pérez Várela.
Sala de la Comisión, a 29 de mayo de
1996.
ROBERTO BUSTOS LATORRE Secretario
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